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La Titulación Colectiva

El territorio perteneciente a las
Comunidades Afrodescendientes de las
cuencas de los ríos Jiguamiandó y Curvaradó
fue reconocida por el Estado de Colombia a
través del entonces Instituto Colombiano de
Reforma Agraria, Incora, en consideración a
lo preceptuado en el artículo 55, numeral T
de la Constitución Nacional, la Ley 70 de
1993 y el Decreto 1745 de 1995.

Para este trámite las comunidades crearon
los Consejos Comunitarios Mayores de los
ríos, aprobados en Asamblea General  y
debidamente inscritos en la Alcaldía del
Municipio de Riosucio. De esta forma, el día
16 de septiembre de 1999 el entonces
representante legal del Consejo Mayor del
Curvaradó, solicitó al Incora Regional
Chocó, la titulación de un globo de terreno
baldío que habían venido siendo ocupados
por su comunidad de manera ancestral. Ese
mismo día, el representante legal del
Jiguamindó realizó esta misma solicitud a
dicha entidad.

Surtidas todas las diligencias y etapas
publicitarias necesarias para notificar a los
terceros interesados, mediante la Resolución
No 0207 y 0206 del 19 de octubre de 1999,
la Gerencia Regional del Incora, manifestó:

“(...) ordenó la práctica de la visita
a la comunidad negra interesada,
designando a los funcionarios que la
realizarían y fijando la fecha del 14
al 17 de noviembre de 1999 para
adelantarla.”11

La diligencia fue llevada con los siguientes
objetivos:

“7. a la delimitación física del
territorio, a recoger  los datos

etnohistóricos y culturales de la
comunidad, a realizar el censo de
la misma y a recolectar la
información ambiental , sobre
practicas tradicionales de
producción y tenencia de tierras.
Así mismo, se evaluó la presencia
de terceros ocupantes que pudiesen
tener mejoras dentro del área
solicitada en titulación  y se
analizaron los conflictos existentes
por tenencia de tierras y
aprovechamiento de recursos
naturales.”

Como conclusión  se dejó expresa constancia
de que:

“En relación a los terceros
ocupantes, durante la práctica de la
visita no se encontró tenencia de
tierra  por personas ajenas  a la
comunidad que tuvieren esa calidad.
De otra parte, dentro del área
solicitada en titulación colectiva,
durante la visita no se encontraron
ni predios de propiedad privada
adjudicados por el Instituto, no
obstante de conformidad con lo
dispuesto en el literal e) del artículo
6 de la Ley 70 de 1993 y el numeral
5 del articulo 19 del Decreto 1745
de 1995, cualquier predio de
propiedad privada que se encuentre
dentro del área que por esta
providencia se adjudica quedara
excluido del titulo colectivo. “12

De otra parte, como aspectos ambientales a
destacar expresó el Incora que:

“El área donde se ubica el territorio
objeto de solicitud de Titulación es
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la región del Chocó biogeográfico,
considerado dentro de la política
ambiental  como un sistema
estratégico que debe ser
conservado, por que valiosos
recursos genéticos y de
Biodiversidad que hoy existen en
esta zona constituyen bienes
públicos vitales para el
mejoramiento de la calidad de vida
de las comunidades allí asentadas,
para el desarrollo del país y para el
futuro de la humanidad.”

Según el Movimiento Mundial de Bosques,
la preservación de estos territorios ha sido
obra, en gran medida, de la forma misma en
que las comunidades afrodescendientes han
ocupado estos territorios de manera ancestral:

“En un proceso de siglos de
coevolución con el medio, las
comunidades indígenas y negras
que habitan la zona desarrollaron
un sistema de adaptación
apropiado para este complejo y
frágil ecosistema, mediante la
combinación de sistemas agrícolas
y forestales que posibilita
múltiples opciones para la
obtención de ingresos y alimentos,
tales como caza, pesca, agricultura
y madera”13

Este apropiado sistema de adaptación de las
comunidades afrodescendientes ha sido
reconocido por el Estado a través del
entonces Incora, integrando dicho análisis en
las resoluciones de titulación colectiva de los
Consejos Comunitarios del Jiguamiandó y el
Curvaradó:

“La comunidad negra que
conforman los consejos, practica
una economía de subsistencia,
donde se integran distintas
actividades relacionadas con la
agricultura, la minería, la pesca, la
caza, la recolección de productos
secundarios del bosque, el
aprovechamiento forestal  y las
actividades artesanales.”14

Incluso, el Incora estimó que la titulación
colectiva constituye una política pública
dirigida a la conservación del medio ambiente
y los recursos naturales:

“Vista así, la política de titulación
colectiva es una estrategia de
conservación y aprovechamiento
sostenible de los valiosos recursos
naturales que existen en la cuenca
del Pacífico Colombiano.”15

Cumplido con el trámite de rigor, el Incora
dictó las Resoluciones 02809 y 02801 de
noviembre 29 de 2000 a través de las cuales
se les reconoció la titulación colectiva del
territorio que de manera ancestral ocupaban
las comunidades afrodescendientes con área
adjudicada a los afrodescendientes del
Curvaradó de 46.084 Hectáreas y 50 metros
cuadrados y del Jiguamiandó de  54.973
hectáreas y 8.368 metros cuadrados.

Debido al nuevo desplazamiento y a la
ocupación militar e irregular del  territorio de
estas comunidades ocurrida meses después
de dicha titulación, estos territorios no
pudieron ser habitados y aprovechados por
sus titulares, encontrándose imposibilitados
para hacer uso de su derecho a la propiedad
colectiva el cual constituye una ámbito
fundamental de su integridad étnica y cultural.
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Actualmente, estas comunidades afro-
descendientes habitan Zonas Humanitarias de
Refugio ubicadas dentro del título colectivo
en razón a que el Estado de Colombia no ha
implementado acciones concretas y efectivas
para el retorno de las 2.125 personas que
habitaban estos territorios, lo cual ha
conllevado la imposibilidad material del goce
del derecho de propiedad colectiva y en
especial, de su uso legitimo por parte de sus
titulares.

Los Modos de Apropiación

Las compañías que actualmente se
encuentran implementando el cultivo
intensivo de la palma africana sobre los
territorios colectivos del Curvaradó y
Jiguamiandó, han desarrollado maniobras
comerciales destinadas a la compra a gran
escala de títulos y sobre todo, de simples
posesiones que no constituyen propiedad;

han celebrado contratos privados que
adolecen del lleno de los requisitos de fondo
para su validez jurídica; han celebrado
convocatorias, foros y acuerdos multilaterales
con participantes que suplantan a los
representantes legales de comunidades
negras de las cuales además nunca han hecho
parte; han iniciado trámites administrativos
con la finalidad de conseguir permisos
ambientales, financiación pública e inscripción
de instrumentos, basados en los documentos
y pruebas obtenidas en el uso de los
mencionados manejos, con la omisión del
ejercicio de sus funciones de control y
vigilancia; han circunscrito, en las
negociaciones invalidas sobre predios,
mejoras y simples posesiones las actuaciones
propias de funcionarios públicos, miembros
de la fuerza pública, todo ello, sumado a
otras maniobras más, con el claro ánimo de
lograr la apropiación, uso y aprovechamiento
ilícito de los territorios colectivos. Todos estas
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actuaciones se han realizado en medio de
violaciones de derechos humanos, presiones,
amenazas de muerte en las que participan
grupos paramilitares o incluso personal
asociado a las empresas.

Se debe distinguir sin embargo que algunos
de estos modos se han desarrollado y
continúan ejecutándose con el fin de
aprovechar terrenos correspondientes a
títulos colectivos y que existen otros  que
tienen por objeto el uso y adquisición de
títulos individuales adjudicados legal y
válidamente así como de mejoras y
posesiones que no constituyen plena
propiedad.

En relación a los títulos colectivos, se han
encontrado los siguientes mecanismos:

Suscripción de Contratos de
Compraventa de Mejoras. Al tenor de lo
dictado por el Instituto Colombiano de
Desarrollo Rural, Incoder y el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural :

“La estrategia utilizada por los
empresarios de la palma de aceite y
la ganadería para intentar darle
visos de legalidad a la indebida
ocupación de los territorios
colectivos adjudicados a las
Comunidades Negras en los Ríos
Curvaradó y Jiguamiandó, ha sido
la compraventa de mejoras a
personas particulares que dicen
tener ocupación de estos territorios
antes de la expedición de los títulos
colectivos, o a miembros
individuales de los Consejos
Comunitarios.”16

De esta forma la Compañía Palmas del
Curvaradó ha realizado 50 contratos de

compraventa de mejoras con un área
aproximada de 4.752 hectáreas. La
Compañía Urapalma  S.A. ha realizado 55
contratos de compraventa de mejoras con
un área aproximada de 5.653 hectáreas. La
Compañía Palmadó ha realizado 21 contratos
de compraventa de mejoras con un área
aproximada de 1.404 hectáreas. La Empresa
La Tukeka ha realizado 25 contratos de
compraventa de mejoras con un área
aproximada de 1.236 hectáreas. La
Compañía Inversiones Fregni Ochoa por su
parte ha realizado 22 contratos de
compraventa de mejoras con un área
aproximada de 1.756 hectáreas.

Los contratos de compraventa de mejoras
en los territorios colectivos objeto de la visita
involucran, un área superior a las 14.881
hectáreas, según datos tomados de un estudio
publicado el 18 de marzo de 2005 por las
entidades antes mencionadas.

En el estudio se indica que:
“estos contratos de compraventa de
mejoras en tierras colectivas
tituladas a las comunidades negras,
carecen de validez jurídica, por
cuanto el articulo 15 de la Ley 70
de 1993, expresamente los prohíbe
al señalar que “Las ocupaciones
que se adelanten por personas no
pertenecientes al grupo étnico
negro, sobre las tierras adjudicadas
en propiedad colectiva a las
comunidades negras de que trata la
ley, no darán derecho al interesado
para obtener la titulación ni el
reconocimiento de mejoras y para
todos los efectos legales se
considerarán como poseedores de
ala fe.”17
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Suscripción de Contratos de Usufructo.

Bajo esta modalidad, las compañías
palmicultoras que han intervenido la cuenca
del Curvaradó y el Jiguamiandó, han
pretendido a través de contratos de usufructo
celebrados con personas que actúan a
nombre de varios consejos comunitarios y
que no tienen facultades ni autorización para
representarlos, lograr la concertación y
consulta requerida para la implementación de
estos monocultivos en tierras de comunidades
negras así como la aprobación de la
intervención dentro de sus títulos colectivos.

La Dirección de Etnias del Ministerio del
Interior y de Justicia por su parte, ha
declarado que no se ha realizado ninguna
clase de consulta a las comunidades de la
cuenca y que no existen permisos o
autorizaciones válidas de parte de las
comunidades negras para la implementación
de los cultivos18.

En el caso sub examine, las compañías
palmicultoras que explotan los territorios
colectivos de las comunidades del Curvaradó
Palmas de Uraba,  Palmura S.A, Promotora
Palmera del Curvaradó, Palmadó Ltda,
Inversiones Agropalma & Cia. Ltda, Palmas
S.A, Palmas del Curvaradó Ltda. y miembros
del Consejo Comunitario del Curvaradó que
figuran en la junta directiva pero que no tienen
facultades para representarlo legalmente19 ,
suscribieron  el día 24 de marzo de 2004 un
acuerdo en el que le concedían el usufructo
de las 46.000 hectáreas que constituyen los
territorios del Consejo Comunitario a favor
de las compañías palmicultoras en los
siguientes términos :

“PRIMERO: suscribir contratos de
usufructo u otros entre cada una de
las empresas palmicultoras que
tengan cultivos dentro del territorio
colectivo, con el Consejo

Foto archivo Justicia y Paz



Justicia y Paz & Banco de Datos del Cinep

La Tramoya
Derechos Humanos y Palma Aceitera

96

Comunitario de Comunidades
Negras de la Cuenca del
Curvaradó, donde se definirán las
condiciones financieras y
ambiéntales de la ocupación de
conformidad a lo estipulado por la
ley 70 de 1993, sus Decretos
Reglamentarios y la Legislación
Vigente.”

“TERCERO: El CCCN de
Curvaradó autorizará el uso del
territorio y respetara lo concertado
en las empresas de palma de aceite,
siempre y cuando estas cumplan con
lo establecido en el contrato que se
suscriba, fundamentado este, en las
normas estipuladas por la ley 70 de
1993, sus Decretos Reglamentarios
y la Legislación Vigente.” 20

Debe señalarse que estos acuerdos,  en el
marco de las normas nacionales, no tienen
ninguna validez y efectos jurídicos. Primero
por no contar con el aval de los reales
representantes de las comunidades negras del
Curvaradó ni ser fruto de una decisión de la
Asamblea General, lo cual genera una falta
de legitimación de las partes que vicia
totalmente el convenio. Segundo porque se
acuerda sobre un derecho, como es el uso y
aprovechamiento del territorio, que no puede
ser objeto de dicho acto y aún menos, de
manera incondicionada y abierta como la
desarrollada en el mencionado convenio.

Suscripción de Actas de Compromiso.
Otra forma para lograr el aprovechamiento
del título colectivo por parte de las compañías
privadas, consiste en la suscripción de
documentos titulados “Actas de
Compromiso” con miembros de la

comunidad que actuaban sin ninguna
autorización de la Asamblea General. Tal es
el caso de un documento firmado por Javier
Daza Pretelt, entonces representante legal de
la Compañía Urapalma S.A., sin fecha, en el
que Manuel Moya Lara le otorga la
autorización para la siembra de 1.660
hectáreas en la cuenca del Curvaradó, sin
que este tuviese las calidades, facultades y
aval de la comunidad para realizar dicho acto:

“PRIMERO: OBJETO. – La empresa
Urapalma S.A. adelantará el Plan de
Manejo Ambiental en las tierras de
comunidades negras  donde se
desarrollan los cultivos de Palma
Africana tal como lo estipula el
Decreto No 1320 de junio 13 de
1998. El Consejo Comunitario de
Comunidades Negras de Curvaradó
participará en todo el proceso de
implementación del Plan de Manejo
Ambiental de conformidad a lo
establecido por la Normatividad
Vigente para las Comunidades Afro
colombianas. (...)” 21.

Este documento, además de no contar con
la firma del representante legal del Consejo
Comunitario, de no contener fecha alguna y
de no hacer referencia al lugar en el cual se
realiza dicho acto, regula una situación jurídica
que bajo ninguna circunstancia puede ser
objeto de un acuerdo privado, como es la
transacción del derecho de usufructo de la
propiedad colectiva a un tercero, lo cual lo
hace inválido e inexistente y por tanto, sin
efecto jurídico alguno.

Acuerdos  con participación de Fuerzas
Militares. Una parte de los acuerdos, actas,
contratos y demás actuaciones antes
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mencionadas, han sido realizados contando
con la intervención de altos mandos militares,
quienes participan en reuniones de
representantes de las compañías y personas
ajenas a las comunidades que sin embargo
actúan a nombre de aquellas.

Tal es el caso del General Pauselino Latorre,
entonces comandante de la  Brigada 17 del
ejército, quien participo el 30 de abril de 2003
de una reunión convocada por la Compañía
Urapalma S.A., en la que se concertaba el
establecimiento de los cultivos de palma en
varias cuencas del río Atrato y a la cual no
asistieron los representantes legales de varias
de las comunidades negras que
supuestamente allí se hallaban como
asistentes:

“2. Difundiremos y socializaremos,
el proyecto productivo de palma de
aceite, en nuestras cuencas
hidrográficas, y los consejos
comunitarios menores, para que
profundicemos en la propuesta, y en
las posteriores mesas de trabajo,
concertaremos con Urapalma S.A.;
las propuestas acordadas con
nuestros respectivos consejos
comunitarios menores.” 22

Es importante anotar que dicho documento
no se encuentra suscrito por ninguno de los
dos representantes legales de los consejos
de Cuenca del Jiguamiandó y Curvaradó,
en razón a que simplemente no asistieron a
dicha reunión.

Foto archivo Justicia y Paz
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De otra parte, el 30 de mayo de 2003, el
Teniente Coronel Mario Orozco, entonces
comandante del Batallón Voltígeros adscrito
a la Brigada 17, participó de una reunión
convocada por la Compañía Urapalma S.A.
en la que se aceptó la implementación de la
palma africana en el bajo Atrato:

“4. Se concertó  que el proyecto
productivo de palma de aceite se

establecería en los sitios definidos
por el ordenamiento territorial de
las tierras colectivas de CCCN en
toda el área del bajo Atrato”23.

Como representantes del Consejo
Comunitario de la Cuenca del Jiguamiandó
y Cacarica firmaron varias personas que no
poseían ninguna facultad para actuar a
nombre de aquellos.

Foto archivo Justicia y Paz
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Sin duda alguna, la participación de estos
miembros de la Fuerza Pública en reuniones
en las que se llegan a acuerdos y convenios
que no reúnen los requisitos de ley y en las
que además participan personas que
suplantan a las autoridades negras
legítimamente constituidas, develan serios
indicios acerca del favorecimiento que dicha
conducta otorga a la implementación de los
cultivos de palma africana.

Altos mandos militares participan en
reuniones o foros convocados por las
compañías palmicultoras para viabilizar el
despojo de tierras en las cuencas del
Jiguamiandó y Curvaradó. Sin embargo, su
papel es más activo cuando  hacen parte de
negociaciones y firmas de contratos o
convenios suscritos por las compañías
palmicultoras con los antiguos poseedores de
los títulos individuales.

De esta forma, por ejemplo, el 5 de agosto
de 2004, el gerente de la compañía Urapalma
Javier Daza Pretelt acordó con un dueño de
mejora de la cuenca del Curvaradó una
transacción sobre los predios de propiedad
de este que aquella había sembrado sin su
consentimiento y de manera ilegal. Dicho
contrato, además de encontrarse firmado por
las partes en mención, fue suscrito por el
General Pauselino Latorre, entonces
comandante de la Brigada 17, quien facilitó
el acercamiento y negociación, igualmente
ilegal, de los predios en mención.

Desarrollo de “Alianzas Estratégicas”
Bajo esta modalidad contractual, las
Compañías Palmicultoras suscribíeron un
acuerdo formal con terceros que actuaban
en calidad de representantes legales de las
comunidades negras con el fin de implementar

la explotación agroindustrial de la palma de
aceite de manera conjunta, tal como consta
en el documento suscrito el día 30 de abril
de 2003 en el Municipio de Belén de Bajirá
por agentes de la Compañía Urapalma S.A y
personas que actuaban como representantes de
“consejos comunitarios de comunidades
negras” sin que se identificase el nombre de
cada uno de estos.

“En la localidad de Belén de Bajirá,
a los treinta (30) días del mes de abril
de 2003, en el foro realizado por los
consejos comunitarios de las
comunidades negras, y la empresa
Urapalma S.A.; sobre las
posibilidades del proyecto
productivo de palma de aceite
mediante alianzas estratégicas:
Urapalma – Consejos comunitarios
de Comunidades Negras, se llego
a las siguientes conclusiones :”

“5. Acordamos con Urapalma s.a.,
que las futuras alianzas
estratégicas para el
establecimiento del proyecto
productivo de palma de aceite en
nuestros territorios, se adelantara
de conformidad a lo establecido en
la Ley 70 de 1993 y los decretos
1745 de 1995 y el decreto 1320 de
1998.”24

Se debe anotar que dicho documento no se
encuentra suscrito por los representantes
legales de los Consejos de Cuenca del
Jiguamiandó y Curvaradó, en razón a que
simplemente no asistieron a dicha reunión.

Dichas alianzas resultan ser tan inválidas
como los demás mecanismos usados por las
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compañías, dado que  regulan una situación
jurídica que bajo ninguna circunstancia puede
ser objeto de un acuerdo privado, como es
la cesión del derecho de usufructo de la
propiedad colectiva a un tercero, lo cual lo
hace inválido e inexistente y por tanto, sin
efecto jurídico alguno y que además son
suscritas por personas que suplantan a las
autoridades negras legítimamente
constituidas.

Recientemente el Incoder, expidió la
Resolución No. 1516 el 8 de agosto de 2005
a través de la cual

“(...) se expiden las directivas para
la participación de las comunidades
negras o afrocolombianas en las
Alianzas o Asociaciones
Empresariales que llegaren a
conformar con particulares  y/o
entidades públicas, para el
desarrollo de proyectos productivos
en los territorios colectivos
adjudicados”.25

Sobre esta Resolución, en oficio dirigido
a la Representante Legal del Consejo
Comunitario de la cuenca del río

Foto archivo Justicia y Paz
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Curvaradó, el Ministro de Agricultura y
Desarrollo Rural, Andrés Felipe Arias
informa que:

“A raíz de la expedición de la
Resolución 1516 de 2005, que se
refiere a la posibilidad de
desarrollar alianzas con las
comunidades negras establecidas
por la Ley 70 de 1993, el INCODER
invitó a todos los representantes
legales de las comunidades con
títulos colectivos con el objeto de
socializar dicha resolución, norma
que se fundamenta en los principios
de respecto a la diversidad étnica y
cultural, a la participación igualitaria
sin detrimentos de la autonomía de
las comunidades, a la protección al
medio ambiente, así como al respeto
a la dignidad, para que los grupos
étnicos conjuntamente puedan
desarrollarse económica  y
socialmente con particulares o
entidades de derecho publico.”26

De lo anterior, se infiere en primer lugar, que
el Incoder omitió con anterioridad a la
adopción de dicha medida administrativa
cumplir con el proceso de consulta previa los
destinatarios, establecida en el artículo
transitorio 55 de la Constitución Nacional, el
artículo 47 y 49 de la Ley 70 de 1994 y los
artículos 6, 7 y 13 del Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo, OIT.

Finalmente, la ausencia de prueba alguna del
desarrollo de trámites deliberativos y
decisorios en los que se buscase un consenso
con los directos destinatarios de la Resolución
administrativa y el hecho que el despacho del
Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

implícitamente, confirme tal hecho, de locual
se infiere que no se dio cumplimiento al
procedimiento consultivo confirma que la
Resolución 1516 no es un instrumento legal
cobijado por el concepto de Derecho
Fundamental al debido proceso, establecido
en el artículo 29 de la Constitución Nacional.

Pero, más allá de toda argumentación, ésta
Resolución abre el camino para una solución
práctica que beneficia al sector empresarial,
posibilitando la legalización de la ilegalidad y
pues las alianzas de facto realizadas con
anterioridad a la promulgación de ésta
decisión al no tener respaldo legal y que
abiertamente constituye en no un contrato
atípico sino una mecanismo irregular de
apropiación, pueden hoy ser constituidas
dentro del marco de una norma y obtienen
un carácter legal.

“Hacia las 12:00 p.m. de hoy (12 de
septiembre de 2005) nuestra
Comisión de Justicia y Paz fue
informada del desarrollo de una
nueva reunión en finca de
propiedad de TERESA CASTAÑO
ubicada en el punto conocido como
“EL DIEZ” entre el casco urbano
de Belén de Bajirá y el municipio de
Río Sucio, en el que se encuentran
“civiles” armados de la estrategia
paramilitar. Los pobladores que
participan en dicha reunión fueron
movilizados en vehículos de
transporte masivo contratados por
los empresarios palmicultores y
reconocidos paramilitares, quienes
han manifestado que era
obligatorio ir para tratar las
negociaciones sobre las tierras y las
alianzas estratégicas.”27
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Sin lugar a dudas, esta decisión gubernamental
va en contravía de la decisión públicamente
expresada por los afrodescendientes28 de
proteger y cuidar sus territorios, evitando la
implementación de proyectos agroindustriales,
productivos, forestales y similares, porque son
concientes del grave impacto ambiental que
causarían en el territorio que legal y moralmente
están protegiendo.

Desarrollo de Trámites con
Documentación Pública y Privada
Irregular. Las compañías palmicultoras,
además de suscribir y promover la firma de
toda clase de contratos, convenios, acuerdos,
transacciones y alianzas, que no constituyen
ninguna de las modalidades contractuales
reconocidas en la legislación nacional, con
personas que en ningún caso representan a
sus destinatarios, las comunidades negras,
igualmente, han hecho acopio de
documentación irregular relacionada con la
tenencia de la tierra sobre la cuenca del río
Curvaradó que ampara sus supuestos
derechos de propiedad.

Sin embargo, la mera acumulación de
documentación carece de valor en términos
probatorios si no redunda en un pleno
reconocimiento por parte de autoridades
públicas. Por esta razón, al integrarlos en
trámites en los que forzadamente dichos
documentos son estudiados y deben ser
objeto de una valoración acerca de su
legalidad, varias instancias estatales han
omitido aplicar los lineamientos y rigores
legales para el reconocimiento de
documentos de propiedad.

Tal es el caso de la única licencia ambiental
que ha sido otorgada a dicho proyecto, a

través de un trámite seguido ante Codechocó
e iniciado por la Compañía Urapalma S.A.

El 20 de junio de 2002, Gabriel Ceballos
Echeverri, Secretario General de la
Corporación Corpourabá, remite oficio al
Director de Codechocó en el que le hace
traslado, para su estudio y evaluación, del
trámite de licencia ambiental solicitada por
Urapalma S.A. compuesto hasta ese
momento por 85 folios, dentro de los cuales
se hallaron los siguientes:

“14. Trece originales de
Certificados de Tradición y
Libertad expedidos por la oficina
de instrumentos públicos de
Quibdó, cuyos números son: 180-
19174, 180 – 19176, 180 – 19177,
180 – 19253, 180 – 19254, 180 –
19255, 180 – 19256, 180 – 19257,
180 – 19259, 180 – 20568, 180 –
20567, 180 – 20569 y 180 –
2050.”29

 Según se extrae de las anotaciones hechas en
el registro inmobiliario de estos 13 títulos de
propiedad que suman cerca de 7.561,3
hectáreas, su origen data, al parecer, del
desenglobe primario de un único predio
adjudicado por el entonces Incora a Lino
Antonio Díaz Almario, a través de la Resolución
No 4822 del 31 de octubre de 1990.

Sobre esta adjudicación el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural y el Instituto
Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, en
un reciente informe, han establecido que Lino
Antonio Díaz fue beneficiario de la
Resolución 1741 de septiembre 30 de 1993,
a través de la cual se le otorgó un único
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baldío, cuya extensión es de cerca 34
hectáreas, sin que se registrara y constatara
otra asignación de predios bajo su
titularidad.30

A pesar de lo anterior y omitiendo realizar el
anterior análisis de legalidad, la Corporación
Codechocó dio trámite a la solicitud ambiental
requerida por la Compañía Urapalma S.A:

“(...) Tal y como se manifestó en
precedencia, uno de los requisitos
que se le hiciera a la Empresa
Urapalma S.A. fue la prueba de sus
derechos de dominio sobre el
inmueble dentro del cual se
pretendía desarrollar el proyecto, es
así como la mencionada empresa,
allega a esta Corporación la
escritura Publica 094 del 10 de
mayo de 2000 de la Notaria Única
del Circuito notarial de San
Jacinto (Bolívar), en la cual eleva
a escritura pública el acto o
contrato de compraventa,
celebrado y el señor LINO
ANTONIO DIAZ ALMARIO ,
identificado con la C.C. No.
3.641.352 de San Juan de Urabá,
quien actúa en calidad de vendedor
y a través de apoderado y el señor
JAVIER MORALES ESTRADA,
identificado con la C.C. No
7.934.956 expedida en Chigorodó
(Antioquia)”31

Con esta omisión, los títulos presentados por
la Compañía Urapalma S.A. obtuvieron
validez al ser reconocidos por la Corporación
Regional como de propiedad de dicha
compañía, legitimidad que fue reforzada con
la expedición de una licencia ambiental para

la explotación agroindustrial de dichos
terrenos, implicando, desde luego el completo
desconocimiento de la titularidad de los
terrenos colectivos que se encuentran
ubicados dentro de la licencia ambiental
expedida y por tanto, desdibujando las reales
características de todo el entorno geográfico
y social que rodea este cultivo.

La autoridad ambiental ha otorgado una
cierta “legalidad” al formular una licencia
ambiental sobre predios de los cuales no
existe documentación clara y suficiente
respecto a su titularidad. Otras autoridades
se han visto implicadas en actuaciones de las
que se desprenden graves indicios de su
participación directa en el registro de
compraventas alteradas sobre las que se
desarrolla la implementación del cultivo de
palma africana. Una antigua habitante de la
región del Curvaradó, en declaración ante la
Procuraduría General, apuntó una serie de
indicios más precisos sobre la situación de la
propiedad y la explotación agroindustrial de
palma en la región.

 “ (...) Pasa el tiempo y llega el 2003,
nosotros mientras eso sobrevivimos
de cuenta propia a nosotros nadie
nos ha ayudado, nosotros nos
pusimos de acuerdo para vender la
finca, mi papá me hace un poder
voy a la notaria de Chigorodó
mando a traer el certificado de
tradición y libertad de Quibdó de la
finca de nosotros y me encuentro
con la sorpresa que nos habían
robado la finca, utilizando
falsificación de documento, porque
aparece la finca a nombre de otros
señores que no conozco y utilizaron
la firma de mi papá, haciendo un



Justicia y Paz & Banco de Datos del Cinep

La Tramoya
Derechos Humanos y Palma Aceitera

104

poder supuestamente por mi papá
a nombre de esos señores y esto lo
realizaron en la notaria de Carepa
– Antioquia, ellos hicieron ese poder
como si mi papá se los hubiera
autorizado a ellos, cosa que eso no
es así porque nosotros no los
conocemos, entonces ellos, hacen
una escritura a la tierra de nosotros,
yo al ver que nos habían robado eso
le mande los documentos a mi papá
a Bahía Solano, el se dirigió a la
Fiscalía de Bahía Solano y de ahí
fue a la Procuraduría del chocó
donde ellos ordenaron pruebas
grafológicas, yo
fui el lunes 17 de
enero de 2005, y
el fiscal me dijo
que ya todas esas
pruebas habían
llegado y que
había fallado a
favor de nosotros
porque se
habían dado
cuenta que todo
era una falsedad
(...) Ahora me
encuentro con la
sorpresa que
nuestras tierras
aparecen en un
listado donde
van a sembrar palma africana por
parte de Urapalma, cosa que
nosotros desconocemos y tampoco
estamos de acuerdo por lo tanto le
pido al gobierno que nos hagan
respetar nuestros derechos y nos
paguen los perjuicios que nos han
causado.” 32

En efecto, el ex  notario único del Círculo de
Carepa, Antioquia, Luis Carlos Legarda Ruiz,
autorizó la escritura pública de venta No 735
de diciembre 31 de 2003, sin que el
propietario hubiera otorgado poder para la
venta del inmueble. Por estos hechos, la
Fiscalía Seccional Setenta y Dos de
Chigorodó, Antioquia, resolvió vincularlo a
la investigación como persona ausente por
el presunto delito de obtención de documento
público falso.

En relación con los títulos individuales ha
existido igualmente una apropiación ilegal con
diversos mecanismos.

Contratos de Compraventa.  De acuerdo
con los resultados arrojados por
investigaciones hechas por el Incoder,
denunciados previamente desde el 2001, en
muchos casos por la Comisión Justicia y Paz,
se constata que:

Foto archivo Justicia y Paz
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“La otra estrategia utilizada por los
empresarios de la palma de aceite y
la ganadería para acceder a la
ocupación de los territorios
colectivos adjudicados a las
Comunidades Negras en los Ríos
Curvaradó y Jiguamiandó, ha sido
la compraventa de predios de
propiedad privada, adjudicados
inicialmente como baldíos a
pequeños campesinos de la región y
sobretodo a miembros de las
comunidades negras antes de la
vigencia de la Ley 70 de 1993, y que
fueron excluidos de los títulos
colectivos.”

Como resultado de esta estrategia, se ha
seguido la expropiación  de los territorios:

“Con esta estrategia, a la fecha de
la visita de verificación y de
acuerdo con la información
reportada, los empresarios habían
adquirido o estaban en las
negociaciones para su adquisición
142 predios de propiedad privada
con un área aproximada de 13.592
hectáreas.”

“En este aspecto debemos destacar
como una sola empresa, la sociedad
ASIBICON, había adquirido 41
títulos de propiedad privada
adjudicados por el INCORA con un
área de 9.008 hectáreas. Estos 142
predios de propiedad privada,
tramitados y expedidos por el
INCORA antes de la vigencia de la
Ley 70 de 1993, con un área de
13.952 hectáreas.”

Estos contratos sin embargo, no pueden ser
considerados como válidos en términos
legales pues al ser títulos adjudicados por el
Incora, deben obedecer al régimen de
reforma agraria, el cual fija condiciones
especiales para el traslado del dominio de
dichos predios, tal y como se desprende del
artículo 72 inciso 9 de la ley 160 de 1994 :

“Ninguna persona podrá adquirir
la propiedad sobre terrenos
inicialmente adjudicados  como
baldíos, si las extensiones exceden
los límites máximos para la
titulación señalados por la Junta
Directiva para las Unidades
Agrícolas Familiares en el
respectivo municipio o región.
También serán nulos los actos o
contratos en virtud de los cuales
una persona aporte a sociedades o
unidades de cualquier índole, la
propiedad de tierra que le hubieren
sido adjudicadas como baldíos, si
con ellas dichas sociedades o
comunidades consolidan la
propiedad sobre tales terrenos en
superficies que excedan a la fijada
por el Instituto para la Unidad
Agrícola Familiar.”

Por lo anterior, debemos señalar que existe
una prohibición legal de realizar esta clase
de contratos sobre títulos adjudicados que
excedan los parámetros del Incora o que
siendo adquiridos por una sociedad un
número de ellos, supere igualmente la
extensión de una unidad agrícola familiar.

De esta forma, al hablarse de la compra de
cerca de 13.952 hectáreas y 142 predios,
se puede apuntar a un indicio acerca de la
nulidad de dichos contratos.
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Falsedades en Documentos Públicos y
Privados.

De igual forma, a través de la suplantación
de vendedores y de la alteración de
resoluciones de adjudicación de baldíos, las
compañías se han apropiado de títulos
individuales, lo cual se evidencia claramente,
por nombrar un solo ejemplo, en el caso de
Lino Antonio Díaz Almario, habitante de la
cuenca del Curvaradó y fallecido en de
octubre de 1995, quien al parecer, vendió
sus predios, adjudicados por el Incora, a una
empresa en el año 2000, cuando ya habían
transcurrido 5 años de su fallecimiento.

La empresa compradora por su parte, le
traslada meses después el dominio del predio
a la compañía Urapalma S.A. Los predios
adjudicados por el Incora a Lino Antonio
suman aproximadamente 34 hectáreas según
el estudio técnico de esta institución, pero esta
compañía con base en certificados de libertad
y tradición expedidos por la oficina de
instrumentos públicos de Quibdó, alega que
dicho título tiene una extensión de más de
9.000 hectáreas.

Las compañías han venido haciendo uso de
modos contractuales que no cuentan con el
cumplimiento de los requerimientos de fondo
exigidos por la normatividad pero que les
permiten obtener licencias ambientales para
el desarrollo de los cultivos y conseguir
acceso a los fondos de financiación públicos.
Con estas autorizaciones y recursos se
posibilita la implementación la ampliación y
sostenimiento de las siembras, así como,
finanzas  necesarias favorables para la
realización de transacciones de facto con un
claro objeto irregular. En estas actuaciones
intervienen autoridades públicas como son los

miembros de las fuerzas militares. De manera
que formal y superficialmente, dicho proyecto
agroindustrial reúna algunos requerimientos
de la normatividad nacional.

Graves Daños y Alteraciones al
Medio Ambiente

Según el Incoder, el 95% de la Palma se
encuentra sembrada de manera ilegal en los
territorios colectivos de las comunidades. Así
mismo se prepara una siembra de cerca de
22.121 hectáreas y la adecuación de 4.010
hectáreas.

En la cuenca del río Curvaradó,
aproximadamente 26 especies forestales se
encuentran extintas, entre ellas 12 especies
maderables para la construcción, 8 especies
medicinales y 5 especies para colorantes. Así
mismo, cerca de 28 especies faunísticas han
sido eliminadas y su hábitat completamente
destruido.33

Por su parte, se encuentran en serio peligro
cerca de 54 especies forestales, de las cuales
34 especies son de productos maderables y
15 son especies de productos comestibles
únicamente en la cuenca del río Jiguamiandó.
En el caso de la fauna, se han visto afectadas
cerca de 68 especies con habitat en las aguas
y los suelos de la cuenca.

Es de especial mención que estas cuencas se
encuentran ubicadas en la Zona de Reserva
Forestal del Pacífico, creada en la ley 4 de
1959, para la protección de las aguas y la
vida silvestre de estos especiales y frágiles
ecosistemas que constituyen la región con
mayor biodiversidad en plantas en el planeta
según las Naciones Unidas.
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Ahora bien, en relación a los Recursos
Hidrobiológicos y de los Suelos de
Propiedad Colectiva y de la Nación
Alterados por la Explotación Intensiva de
Palma Africana, se calculó el área en la que
se han construido vías en 20,25 hectáreas
teniendo en cuenta el ancho de las vías de
5,5 metros y longitud de 36,819 metros. En
el caso de las zanjas de drenaje el área se
calculó entre 138,6 y 184,8 hectáreas, con
base en que las zanjas de drenaje presentan
en general un ancho de 2,0 m y frecuencia
promedio entre 150 m y 200 m. Para la
construcción de las zanjas se removieron
entre 2‘772.333 y 3‘696.444 metros
cúbicos de tierra.34

Cerca de 4 caños han sido canalizados para
secar las tierras de las cuencas, según se
extrae de las dos verificaciones realizadas
sobre la cuenca así como ha disminuido en
un aproximado del 30% el nivel del río
Curvaradó al tenor de los reportes del
Instituto oficial Ideam. Adicionalmente, el
cauce del río presenta continuas
sedimentaciones en su cauce y una marcada
erosión en sus taludes, según la Corporación
Codechocó.

La destinación y estructura de los suelos ha
sido variada de manera ostensible, ya que
con la siembra de palma africana
aproximadamente 30.000 hectáreas de
bosques y concentraciones vegetales han
cedido su lugar a este monocultivo,
disminuyendo la capacidad de los suelos para
albergar las cerca de 60 especies forestales
que tienen allí su ambiente propicio.

Los impactos económicos para las
comunidades igualmente, tienen un alcance
profundo sobre su integridad cultural y étnica

en términos de ingresos no recibidos, de los
cuales relacionamos algunos con valores
aproximados, teniendo en consideración
algunos datos de producción en la comunidad
en este caso los ingresos no percibidos

De otra parte encontramos los costos del
abandono de las construcciones
habitacionales y productivas realizadas por
las comunidades, en valores aproximados se
calcula a 2000 millones de pesos,
correspondientes a 1200 unidades
habitacionales.

El arrasamiento de la biodiversidad del
bosque correspondiente a las hectáreas
destruidas en el Curvaradó cuyo costo
asumen las comunidades, el país, pero sus
efectos se ven ya y más profunda en el
mediano plazo a nivel mundial, si se tiene en
cuenta que esta cuencas son parte del
segundo lugar en el mundo de mayor
biodiversidad por hectárea cuadrada, a partir
de una verificación técnica arroja unos datos
en especies destruidas. En relación con lo
forestal y frutales en la investigación preliminar
de Justicia y Paz se observa la destrucción de:
Cativo (Prioria copaifera, Caesalpinaceae),
Roble (Tabebuia rosea, Bignoniaceae),Cedro
(Cedrela odorata, Meliaceae), Cedro macho
(Pachira quinata, Bombacaceae),Abarco
(Cariniana Pyriformis, Anacardiaceae),Guino
Caidito, Caracolí (Anacardium e.,
Anacardiaceae), Anime (Crepidospermum
spp, Burseraceae), Olleto Chingalé
(Jacaranda copaia, Bignoniaceae),Bálsamo
(Myroxylon spp, Fabaceae),Tometo Pantano
(Hyeronima  spp,Euphorbiaceae),
Amarillo(centrolobium paraense,  Fabaceae
Jigua negro (Ocotea, Lauraceae), Mora
(Chlorophora tinctorea, Moraceae), Mangle
duro (Rhizophora sp. Rhizophoraceae),
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Iguanero (Aviccenia germinans), Mangle chispero
(Laguncunaria racemosa), Nispero (Bellucia spp,
Melastomataceae), Surramono (Calycophylum
spp, Rubiaceae), Aceituno (Godmania spp,
Bignoniaceae), Punto Trontago (Vitex spp,
Verbenaceae), Aceite (Calophylum , Clusiaceae),
Lechero (Couma  spp, Apocynaceae), Sangregallo
(Pterocarpus spp, Fabaceae (Virola spp,
Myristicaceae), Manogagua Hobo (Spondias
mombin, Anacardiaceae), Tachuelo (Zanthoxylon
tachuelo, Rutaceae), Higuerón (Ficus sp,
Moraceae),Guarumo (Cecropia, Cecropiaceae),
Baboso Jaguo (Genipa americana, Rubiaceae),
Bonga (Ceiba pentandra, Bombacaceae), Balso
(Ochroma lagopus, Bombacaceae) Azufre,
Caimito (Chrysophylum sp, Sapotaceae),Borojó
(Borojoa patinoi),Guamo (Inga sp,
Mimosaceae),Chunima, Pacó (Ouratea,
Ochnaceae),Papayuela (Jacaratia,Caricaceae),
Cacahui (Tehoroma  sp., Sterculiaceae), Castaño
(Quararibeasp,Boraginaceae),Guayaba  (Psidium
sp, Myrtaceae), Velitas Coronillo,Trupa (Bellucia,
Meliaceae), Bolaetoro, Pera Chontaduro (Bactris
Gasipaes, Palmae)

Algunas especies de animales afectados en
el Curvaradó por la deforestación y la
siembra de palma: Guagua, Venado, Ñeque,
Manao (Puerco de monte),Zahino, Conejo,
Hicotea, Mico, Perico Sonzo
(Perezoso),Iguana, Babilla, Avache,
Morroco, Gurre (Armadillo), Bocachico,
Barbudo, Doncella, Mojarra, Pava,
Chuchuguaza, Agujeta, Cocó  (de aguas
tranquilas), Guavina (A.t.),Monchoro-
Quicha (a.t.), Boquipompo, Raya,
Boquiancha, Pato, Pava, Pisingo,
Guacharaca, Lora,Guacamaya, Pavón,
Gonzalo, Cheja, Periquito,Turpial,Garza,
Chilaco, Chorlito, Tuntún, Golondrina, Martín
pescador, Cuervo, Torrado,Carpintero,Chicao,

Tigre, Tigrillo, Puma, Zorra, Cuzumbí, Ardilla,
Michiquí,Ratón Espiga, Boa- Boba, Talla x,
Coral, Cazadora, Veinticuatro, Coolí,
Curandera, Pato, Verrugoso

Esta situación es una violación de los artículos
3, 8, 77 y 78 del Decreto – Ley 2811 de
1974 los cuales regulan el uso y
aprovechamiento de las aguas y suelos,
tipificado como infracción policiva en los
artículos 267 y 270 de este mismo código,
con sanciones tales como la suspensión o
cierre temporal o definitivo de las
instalaciones u obras que generan estos
impactos así como la revocatoria de los
permisos concedidos a los responsables de
tales daños ambientales.

En definitiva, la construcción de vías, canales
de drenaje, viveros, la instalación de centros
de acopio y campamentos, el
aprovechamiento y secado de fuentes
hídricas, el cambio de la consistencia físico-
química de los suelos, la destrucción de casas
y escuelas así como de cultivos de auto
subsistencia y bosques para el
aprovechamiento sostenible, no puede
menos que señalarse como las principales
alteraciones al medio ambiente y a los
paisajes naturales, las cuales, siguiendo lo
estipulado por la Ley 2811 de 1974, el
Decreto 1715 de 1978  y la Ley 23 de 1973
constituyen una infracción al régimen
ambiental y un abuso de los recursos del
paisaje de la Cuenca.

Esta infracción que se traduce en la presencia
de factores como la degradación, erosión y
revenimiento de suelos y tierras, las
alteraciones nocivas de la topografía, el
cambio del flujo natural y la sedimentación
de los cursos y depósitos de agua, la
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disminución cuantitativa o cualitativa de
especies animales y vegetales y de recursos
genéticos como las principales alteraciones
a los paisajes naturales de la cuenca del
Curvaradó.

Las Empresas de la Palma de
Aceite

El caso de las Cuencas del Jiguamiandó y
Curvaradó permite evidenciar con gran
facilidad la relación existente entre las
violaciones a los derechos humanos y la razón
por la cual se quebrantan. La masacre de
Brisas ejecutada por paramilitares de las
“Autodefensas Campesinas de Córdoba y
Urabá”, ACCU, en el segundo semestre de
1996; el bloqueo a la movilización campesina
y la concentración forzada desarrollada por
la  Brigada 17 del ejército en Pavarandó
durante el año de 1997; los asesinatos, las
desapariciones, las torturas las masacres en
comunidades del Curvaradó que retornaron
a las cuencas del Jiguamiandó en el 2001 y
las agresiones permanentes que generaron 12
desplazamientos, asesinatos, entre ellos de
dos menores de edad entre los años 2002 al
2004 en los lugares humanitarios construidos
por las comunidades en su resistencia dentro
del territorio, así lo demuestran.

Luego de las múltiples violaciones a los
Derechos Humanos viene el “desarrollo”
empresarial mediante la deforestación,
adecuación de tierras para la siembra de
palma aceitera, la construcción de carreteras
y canales de drenaje así como de viveros,
garruchas para transportas el fruto,
alojamientos, torres de vigilancia y bodegas,
entre otras actividades propias de la
implementación del cultivo intensivo.

La relación entre actores y beneficiarios se
trenza con la actuación militar de la Brigada
del ejército, la Policía y la estrategia
paramilitar que actúa como  “Autodefensas
Campesinas de Córdoba y Urabá”, ACCU
o “Autodefensas Unidas de Colombia”,
AUC, o a veces como Bloque “Elmer
Cárdenas”, con la actuación coincidente en
lo económico de empresarios – paramilitares,
autoridades gubernamentales.

El peso de lo evidente.
Las actuaciones  militares y las encubiertas
de tipo paramilitar en las comunidades
afrodescendientes del bajo Atrato, han sido
portadoras del discurso del “progreso”,
relacionado con la inclusión de las
comunidades en la agroindustria de la palma
aceitera, en  el modelo de desarrollo
empresarial

En junio de 2001  la comunidad el Cacarica
fue objeto de  operativo militar irregular en el
que, hizo su presentación pública, el Bloque
“Elmer Cárdenas”, en el que se identificaron
militares de la 17 Brigada. Miembros de la
comunidad internacional, de la iglesia católica,
la Defensoría Nacional del Pueblo, la
Procuraduría General de la Nación, del
Ministerio del Interior y la Vicepresidencia
de la Republica conocieron en terreno la
presentación de su programa de desarrollo:

“(…) deben cultivar palma y coca,
eso da billete (...) miren después
vienen los ricos a comprar las
tierras, aquí vamos a ver billete (...)
venimos a recuperar la zona”. De
modo permanente intervinieron e
insistieron en que “ahora sí, se van
a llenar de billetes”(…) “el trabajo
con machete no da plata”. Antes de
llegar al caserío, uno de los militares
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expresó: “detrás de nosotros viene
más ejército. Nosotros venimos de
Unguía”.35

El mismo anuncio de manera explícita fue
hecho, mediante actuación similar, en las
comunidades del Jiguamiandó cuando el 5
de enero de 2003 civiles armados de la
estrategia paramilitar junto con miembros de
la Brigada 17 ingresaron a la comunidad de
Puerto Lleras  y dijeron a los campesinos que
necesitaban desocupada esa tierra porque les
pertenecía y la sembrarían con palma
africana.36

El anuncio del 2001 coincide con las primeras
denuncias elevadas por las comunidades de
manera directa y a través de la Comisión de
Justicia y Paz, del conocimiento que a la fecha
tenían, de la ocupación de su territorio  para
la siembra de palma africana.

El  6 de marzo de 2003 la Corte
Interamericana de Derechos Humanos
emite resolución en la que cubre con
Medidas Provisionales al Consejo
Comunitario de la Cuenca del Jiguamiandó
y 9 comunidades del Curvaradó. En los
antecedentes, establece la relación entre
actuación militar, paramilitar y la
implementación del cultivo de palma
aceitera a través de la Compañía Urapalma S.A.

“(…) desde el año 2001 la empresa
URAPALMA S.A. ha promovido la
siembra de palma aceitera en
aproximadamente 1.500 hectáreas
de la zona del territorio colectivo de
estas comunidades, con ayuda de
“la protección armada perimetral y
concéntrica de la Brigada XVII del
Ejército y de civiles armados en sus

factorías y bancos de semillas”.  Los
operativos e incursiones armados
en estos territorios han tenido el
objetivo de intimidar a los miembros
de las Comunidades, ya sea para
que se vinculen a la producción de
palma o para que desocupen el
territorio.  La preparación de la
tierra para la extensión del cultivo,
por parte de dicha empresa, sigue
avanzando en dirección a la
comunidad Nueva Esperanza, cerca
del lugar escogido por los miembros
de las Comunidades para la
construcción de sus “zonas
humanitarias de refugio”.  Además,
la siembra de palma africana y la
explotación de los recursos
naturales en los territorios de las
Comunidades, en las presentes
circunstancias, ponen en peligro la
vida y la supervivencia de estas
familias”37

La promoción  del cultivo de palma por parte
de paramilitares y militares en operativos
dirigidos a las comunidades afro
descendientes,  como la  constatación de la
protección  de los cultivos por parte de los
mismos agentes a favor de  los empresarios
que figuran con la razón social “Urapalma
S.A.”, deja entrever    no solo  la protección
militar de un área a favor de una empresa
palmicultura sino las pretensiones
económicas empresariales del mismo
paramilitarismo, tal como lo han mostrado
medios  nacionales e internacionales de
información y tal como lo explicitan los
paramilitares del “Bloque Elmer Cárdenas”
en el proceso de “desmovilización”  que
adelantan con le gobierno del presidente
Uribe.
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El 20 de septiembre de 2003 el diario
estadounidense The  Washington Post ,
publicó un artículo titulado en inglés “Cease-
Fire Becomes Land Grab”, que testifica el
desarrollo de una fase a través de la estrategia
paramilitar de posesión de tierras, de control
social sobre los pobladores en orden a
implementar la propuesta de palma aceitera,
lograr un control militar en medio de la
desmovilización y configurar el modelo de
reconciliación con las víctimas.
 

“BAJIRA, Colombia. (…)  A lo largo
de una amplia franja del
noroccidente colombiano, rico en
fincas bananeras, ganaderas y
cultivadoras de palma, grupos
paramilitares han estado forzando a
los campesinos  a vender sus tierras
de primera calidad en una fracción
de la tasa del mercado. El esfuerzo
parece diseñado para construir un
amortiguador contra las incursiones
de la guerrilla, suministrando trabajo
para las tropas paramilitares y
protegiendo sus ganancias – la
mayoría de ellas derivadas del tráfico
de drogas de Colombia. (…). Las
tácticas, las cuales dicen los testigos
aquí, han desplazado  1.500 familias
en los últimos   meses, son llevadas a
cabo por una mezcla de grupos
paramilitares, quienes han entrado
en conversaciones formales de paz
con el gobierno y por otros grupos
de quienes se espera que pronto se
unan a las conversaciones. (...). La
región es el centro de la floreciente
industria de aceite de palma,
subsidiada por el gobierno como un
motor de desarrollo económico. (...)
Detrás de  la mayoría de ventas
forzadas de tierra, las cuales,  dicen

los funcionarios oficiales, pueden
exceder los 10.000 acres este año,
está el Bloque Elmer Cárdenas de las
AUC: El comandante del grupo, José
Alfredo Berrío, cuyo nombre de
guerra es “El Alemán,” se retiró de
las conversaciones de paz con el
gobierno más temprano este año,
pero todavía se reporta a Castaño.
Funcionarios de la Iglesia creen que
el grupo pronto se unirá oficialmente
a las conversaciones de paz. (…)
Funcionarios de la Iglesia, de la
inteligencia militar y agricultores
dicen aquí que la toma de tierras está
siendo utilizada para esconder dinero
paramilitar, construir un
amortiguador contra los frentes
guerrilleros cercanos con intenciones
sobre la región y suministrar a cientos
de soldados paramilitares trabajo y
tierras después de que la pelea
termine. El gobierno está
considerando este estrecho de
Urabá, una región que se han
peleado fieramente cada grupo
armado por sus límites estratégicos
con Panamá y el acceso al Caribe,
como una de las siete “zonas de
concentración” donde las tropas
desmovilizadas esperarían  las
conversaciones de paz y tal vez
comenzarían una nueva vida.38

Decenas de testimonios de miembros de las
comunidades recogidos en las dos comisiones
de verificación y en los diferentes talleres de
organizaciones  que les acompañan en su
esfuerzo por recuperar los territorios que les
han arrebatado, revelan como  paramilitares
de civil se ocupan, también, del trabajo
directo en las plantaciones, tal como lo
muestra The  Washington Post:
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“(…) Varios cientos de trabajadores
de fincas han perdido sus trabajos
solo en las dos últimas semanas,
reemplazados por tropas
paramilitares vestidos de civil ahora
sufren en la plaza del superpoblado
pueblo de Bajirá esperando un
trabajo. “El mensaje era: “vendan
ahora o los forzaremos a vender
más tarde,” “dijo Hoyos. “Ahora no
tenemos ningún otro lugar a donde
ir.” Mientras hablaba en el frente de
la entrada de su casa aquí, un
hombre que llevaba pantaloneta
anaranjada y una cachucha, sacaba
una pistola  montado en una
motocicleta. Llevaba un radio y una
bolsa terciada sobre sus hombros
similares a aquellas que utilizan los
operativos paramilitares urbanos
para ocultar pistolas. El hombre
miró fijamente a Hoyos, enseguida
levantó el índice y lo puso  sobre sus
labios. Después de unos momentos
se alejó.” 39

El 17 de julio de 2003 el Diario El Tiempo
presenta “Las zonas del proceso ́ para´” con
una nota de la que transcribimos algunos
apartes:

“Extensas áreas de Córdoba y
Antioquia  se perfilan como los
principales centros de recepción  de
los cerca de 13 mil ´paras´ que se
preparan para su desmovilización.
Según se pudo establecer, lo que se
buscaría es que dichas zonas
coincidan  con las regiones en las
que se desarrollarán los proyectos
productivos destinados a los
reinsertados  y patrocinados  por

ONG y gobiernos extranjeros,
incluido el de EE.UU. Así las cosas,
el Urabá antioqueño –hoy
dominado por autodefensas- se
convertiría en un área de
concentración de tropas y, a futuro,
en un polo de desarrollo de cultivos
de palma de aceite, que incluso
tienen prerrogativas estatales en
cuestión de impuestos. Además, es
clave en términos estratégicos  de
seguridad  y de mercado, ya que
conecta el Magdalena Medio, el
Urabá y Antioquia”

El 18 de julio del mismo año, tres días
después del inicio de las etapas de  la
desmovilización , El Tiempo  vuelve a
mostrar como la palma sería el proyecto
agroindustrial en el que se vincularían los
desmovilizados y retoma apartes de las
declaraciones del jefe paramilitar “Rodrigo”
asesinado por sus mismos compañeros en la
costa Atlántica:

“(...) Y en algunas tierras de la
rivera del río Jiguamiandó, cuentan
algunos, ya pelechan cultivos de
palma africana, incluidos por las
autodefensas que dialogan con el
gobierno en los planes de la
economía que impulsarán una vez
se concrete la desmovilización.
Parcelas adquiridas de manera
ilegal en medio de la guerra hacen
parte de los proyectos (...)
(Refiriéndose a denuncias hechas
por el jefe paramilitar ´Rodrigo´) Y
asegura que los proyectos de palma
africana en el sur de eje bananero
de Urabá ́ chorrean sangre, miseria
y corrupción´. ́ La forma en que han
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sido adquiridas las tierras  y el
dinero supuestamente prestado por
entidades de fomento agro
industrial hacen parte de una
cadena de lavado de dineros del
narcotráfico, testaferrato,
desplazamientos forzado, muerte y
violencia´, agrega el jefe para.” 40

Ya en la cima de las revelaciones, en junio de
2005,  encontramos  la manera escueta,
descomplicada, directa, como el jefe
paramilitar  Vicente  Castaño reconoce a la
revista Semana la pujanza empresarial en el
sector de la palma aceitera en Urabá vía
paramilitarismo. Urabá, porque en el
imaginario impuesto por el empresariado, el
Chocó no es Chocó ni Jiguamiandó ni
Curvaradó ni bajo Atrato, solo Urabá
Chocoano, categoría  que extiende las
fronteras políticas y discursivas de los
departamentos de Antioquia y Córdoba en
función de la apropiación y mercantilización
de los territorios de las comunidades de afro
descendientes, indígenas y mestizas.

Las afirmaciones sintetizan el modo como se
apropiaron de los territorios, de la actuación
mancomunada de  paramilitares, fuerzas
militares y empresarios; también  del  proceso
de desmovilización paramilitar como una
estrategia de  consolidación  de la expansión
del control de territorios que 9 años comenzó
a hacerse sangre y fuego.

 Aquí las palabras del Comandante
Desmovilizado.

“Semana: ¿Pero la reparación
podría  incluir, por ejemplo, las
tierras que ustedes se han
apropiado o han comprado?

Vicente Castaño: Si nos toca dar las
tierras para programas sociales no
hay diferencia porque  eso ya lo
venimos haciendo con proyectos
productivos en varias zonas del
país. Queremos que nos dejen hacer
varios modelos de empresas que ya
hemos venido desarrollando a nivel
nacional.

Semana: ¿En donde están
desarrollando esos proyectos?
Vicente Castaño: En  Urabá
tenemos cultivos de palma. Yo
mismo conseguí los empresarios
para invertir en esos proyectos que
son duraderos y productivos. La
idea es llevar a los ricos a invertir
en este tipo de proyectos en
diferentes zonas del país. Al llevar
a los ricos a esas zonas llegan las
instituciones del Estado.
Desafortunadamente las
instituciones del Estado solo le
caminan a esas cosas cuando están
los ricos. Hay que llevar ricos a todas
las regiones del país  y esa es una de
las misiones que tienen los
comandantes”.41

Por su parte el gobierno nacional, impulsó,
estimuló la implementación de la
agroindustria. En el caso particular  del
Jiguamiandó y Curvaradó, ha inyectado
cuantiosos  recursos a través de créditos, al
parecer en los últimos meses el gobierno
nacional ordenó el cese los préstamos en la
región, medida que puede ser mínima frente
a los mecanismos de testaferrato que son
comunes en la región.

La Defensoría Nacional del Pueblo tanto en
la Resolución Defensorial titulada “Derechos
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Humanos y Violación a Derechos
Humanos en el Bajo Atrato Chocoano” del
2002 como en la  resolución Defensorial No
39 “Violación De Los Derechos Humanos
Por Siembra De Palma Africana En
Territorios Colectivos De Jiguamiandó Y
Curvaradó” de junio de 2005, da cuenta de
la inversión gubernamental  en las
plantaciones de palma aceitera desarrolladas
en  territorios expropiados a las comunidades
en estas Cuencas.

En  la primera Resolución de hace 3 años,
advierte como  la implementación de la
siembra de palma aceitera ha contado con
todo el apoyo del gobierno a pesar del
conocimiento de graves denuncias de
desplazamientos, asesinatos, desapariciones,
torturas, de la ausencia de licencias
ambientales, de la ausencia de coordinación
entre las instancias del Estado, de la ausencia
de consulta con las comunidades locales, de
la ausencia de un real concepto de viabilidad
ambiental , de la ausencia de permisos para
concesión de aguas y aprovechamiento
forestal.

Esta instancia del Ministerio Público
manifiesta que:

“(…) no es claro cómo las
autoridades del sector agropecuario
y del nivel regional impulsan y
financian una actividad que se
desarrolla en un ecosistema
estratégico por su diversidad
natural y cultural, sin contar con los
permisos y trámites que ordenan la
Constitución y las leyes.”

 Este apoyo gubernamental ha contado con
el respaldo incondicional de los Ministerios

de Agricultura y Desarrollo, el Banco Agrario,
Finagro, el  Fondo de inversiones para la Paz
(fuente de los recursos del ICR para el cultivo
de palma aceitera) y de la Gobernación de
Antioquia. Obtuvo  del Banco Agrario dentro
del Programa de Oferta Agropecuaria
Proagro; un crédito hasta por el ochenta (80
%) por ciento de los costos directos de
operación en la etapa improductiva, es decir,
desde 1999 hasta 2004 en que obtienen la
primera cosecha, avalado por el Fondo
Agropecuario de Garantías - FAG-.

Dicho proyecto es beneficiario del Incentivo
de  Capitalización Rural - ICR-, con un
crédito a 12 años, con 4 de   gracia, por
valor de $ 2.476 millones de pesos.  Esto,
pese a que no se ha realizado proceso de
consulta con las  comunidades, con lo cual
se amenazan, nuevamente, los derechos de
los grupos étnicos y se desconoce la
normatividad ambiental.

En la segunda resolución sobre el tema,  la
Defensoría del Pueblo recibe como respuesta
del Ministerio de Agricultura, en relación  a
los créditos para  el desarrollo del
monocultivo en las zonas que había aprobado,
a marzo del 2005, cinco créditos por valor
de $12.677 millones y estaban pendientes
por desembolsar dos por $6.837 millones,
sin brindar ningún otro detalle al respecto.

Después de la primera advertencia hecha por
la Defensoría del Pueblo en 2002, se han
desembolsado por parte del gobierno
10.201 millones de pesos, sin nombrar las
decenas de constancias históricas y censuras
morales presentadas desde el 2001 por la
Comisión Intereclesial de Justicia y Paz , las
medidas cautelares solicitadas por la
Comisión Interamericana de Derechos
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Humanos en octubre de 2002, las medidas
provisionales solicitadas por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos en
marzo de 2003, las reuniones sostenidas con
el alto gobierno, que han dado cuenta de las
violaciones a los derechos humanos, al
derecho ambiental, la ocupación ilegal de
tierras y las fraudulentas transacciones de los
empresarios tendientes a legalizar lo ilegal.

Difícilmente puede decir el gobierno que sigue
estimulando la agroindustria por
desconocimiento de las actuaciones de
“terceros” o de “los grupos ilegales en la
zona”. Difícilmente puede argumentarse el
desconocimiento de las denuncias del jefe
paramilitar, ahora muerto, “Rodrigo o Doble
Cero” y repetidas por The Washington
Post, según las cuales :

“el dinero supuestamente prestado
por entidades de fomento
agroindustrial, hacen parte de una
cadena de lavado de dineros del
narcotráfico, testaferrato,
desplazamiento forzado, muerte y
violencia”.

En la primera semana de agosto de 2005,
101 peregrinos de  varios  países recorrieron
las plantaciones de palma aceitera en las
Cuencas del Jiguamiandó y Curvaradó,
acompañados por diferentes medios masivos
de información, entre ellos el programa
Contravía. Una vez en Bogotá, este medio
concertó entrevista con el Ministro de
Agricultura y Desarrollo Rural, Andrés Felipe
Arias Leyva, en la que el periodista   pone
de manifiesto las declaraciones de los jefes
paramilitares,  entre ellos la de Vicente
Castaño, según las cuales,  sus inversiones,
en un alto porcentaje, están depositadas en
la palma africana del Urabá.

El Ministro de Agricultura, que en ningún
momento desmiente estas aseveraciones, solo
se limita a observar que a él no le
corresponde juzgar como Ministro el origen
de unos recursos que se han invertido en el
sector agropecuario, pues

“mi trabajo es generar los
incentivos  y las políticas para que
el sector crezca y genere empleo. Son
otras las instancias y las
autoridades que deben juzgar si ahí
hay unos dineros ilícitos o no, yo no
me puedo pronunciar sobre ese
tema”.

Y los incentivos son los ya desembolsados
10.201 millones de pesos, a pesar de las
denuncias, a los que según el ministro se le
han puesto filtros para evitar que no se
contaminen con dineros del narcotráfico
pues  esas alertas de dineros del narcotráfico

“yo creo que es algo que puede darse
en cualquier  sector de la economía
y corresponde  es a la fiscalía, a la
Unidad de Lavado de dineros del
Ministerio de Hacienda, pero no al
Ministro de Agricultura” 42

La formalidad empresarial

Trece empresas figuran invirtiendo en las
cuencas del Jiguamiandó y Curvaradó: tres
de la Costa Atlántica (Barranquilla, Santa
Marta y San Jacinto Bolívar); tres mas de
Antioquia (dos de Medellín y una de
Apartadó). Las siete restantes  que son
nombradas o por Incoder en su informe de
marzo de 2005 o por Codechocó en la
resolución de licencia ambiental. Intentaremos
dar un vistazo a los datos más significativos
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de las empresas  de las que ha sido posible
acopiar información a través de los registros
en cámaras de comercio.

La Compañía “Unión de Cultivadores
de Palma de Aceite en el Urabá,
Urapalma S.A.” El ingreso  a la cuenca del
Curvaradó y  Jiguamiandó por Brisas se
encuentra obstruido para los habitantes de
las comunidades  por un doble obstáculo: de
un lado el Río Curvaradó que solo puede ser
cruzado  en un planchón que se mueve con
la autorización de “la empresa” y, cuando se
logra cruzar, por una puerta que bloquea una
carretera construida en función de las
plantaciones de palma, al lado de la cual se
ha puesto una valla con la inscripción
“Propiedad Privada, URAPALMA S.A.”.

De acuerdo con los registros de la Cámara
de Comercio de Barranquilla,  la razón social
“Unión de Cultivadores  de Palma de Aceite
en el Urabá Urapalma S.A.”, fue constituida
solo hasta  diciembre de 1999 e inscrita en
enero de 2000, tres años después de la
masacre de Brisas y tres del desplazamiento
al que se vieron forzadas las comunidades
del Jiguamiandó y Curvaradó.

De esta razón social  no existe información
que la acredite  como especialista en el ramo
la  agroindustria de la palma.

Fedepalma, que asocia buena parte de las
empresas palmicultoras del país, de manera
explícita ha manifestado  que la razón social
Urapalma S.A., no se encuentra en la lista

Foto: Simone Bruno cedida a Justicia y Paz
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de sus asociadas y que se conoce de su
existencia por que aparece en el registro
palmero con 2.000 ha en el Urabá.43

Esta empresa figura en los fraudulentos
contratos de compraventa de mejoras 55,
según Incoder, usufructo44 , Actas de
Compromiso45, adelantó las siembras sin plan
de manejo ambiental pues solo en 2004 le
fue concedido, de manera     fraudulenta,
también,   por Codechocó46, entidad que
debió emitir resolución ordenando la
suspensión de todas las actividades
relacionadas con el cultivo de palma aceitera
en el Chocó  el 18 de abril de 2005.

La Compañía Urapalma S.A., en la
formalidad  de la inscripción de sus actos ante
la Cámara de Comercio  no deja de anotar
entre su objeto social, la adquisición de tierras
en el Urabá en función de la palma aceitera,
las transacciones a nivel nacional e
internacional,   y la facultad de adelantar
uniones estratégicas, entre otros como
citamos enseguida:

“1) la adquisición (sic) de bienes
inmuebles ubicados en la región (sic)
del Urabá (sic). 2) La adecuación
de tierras para el cultivo de palma
africana. 3) el Cultivo de Palma de
Aceite. 4) La adquisición, (sic)
importación (sic) y fabricación (sic)
de toda clase de insumos, para el
cultivo de la palma de aceite 5)
Participar en consorcios o uniones
temporales cuyo objeto sea la
explotación de la palma de aceite o
cualquier clase de cultivo lícito de
tardío rendimiento. 6) importar
productos y accesorios  para la
agricultura y representar  firmas

nacionales o extranjeras que se
desempeñen (sic) en el ramo.
7)Representación (sic) de
fabricantes, companías (sic),
empresas y firmas nacionales o
extranjeras, para la venta de su
producto o para la comercialización
de la semilla de la palma de aceite.
8) Hacer uniones estratégicas (sic)
con cultivadores  independientes o con
plantas de procesamiento de la palma
9) Servir de organismo de apoyo a los
cultivadores  independientes,
prestándoles (sic) asesorías y
asistencia técnica en el cultivo de la
palma”.47

Las personas que figuran en la constitución
de esta Sociedad Anónima en Barranquilla,
tomando el 50% de las acciones son  Katia
Patricia Sánchez Mejía c.c. No. 34.972.898
de Montería Córdoba 19. 100 acciones, con
un capital suscrito de $19.100.000.00;
Zoraya Méndez Moscarella c.c. No
57.413.376 Ciénega Magdalena 15.000
acciones, con un capital de $ 15.000.000.00;
Carlos Daniel Merlano Rodríguez No.
8.739.379 de Barranquilla, Atlántico
15.000 acciones, con un capital de
$15.000.000.00; Luis Donaciano Riascos
Torres  c.c. No. 1.703.074 de Ciénaga,
Magdalena 225.450 acciones, con un capital
de $ 225.450.000.00; Alberto Zúñiga
Caballero, c.c. No. 8.679.590 de
Barranquilla, Atlántico de Barranquilla
Atlántico, quien compareció a nombre y
representación de  Construcciones Unidas
Limitada 225.450 acciones, con un capital
de $ 225.450.000.00.

Dejaron 500.000 acciones por suscribir,
para completar el 1.000.000 quedando a
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disposición de la junta directiva su
colocación.

La primera junta directiva quedó
conformada de la siguiente forma: Katia
Patricia Sánchez Mejía, Zoraya Méndez
Moscarella Carlos Daniel Merlano
Rodríguez, Luis Donaciano, Riascos Torres,
Carlos Alberto Zúñiga Caballero

Como gerente figura  Luis Donaciano
Riascos Torres, y el suplente del gerente
Carlos Daniel Merlano Rodríguez.  Fueron
nombrados como revisor fiscal al señor Julio
Eduardo Barrero Hinestroza, identificado
con c.c. 19.243.107.

El 7 de abril de 2000, hicieron los siguientes
nombramientos: Junta directiva: Alonso
Brugues Jairo Jesús, Suplente, Méndez
Moscarrella Zoraya, Sanchez Mejia Katia
Patricia, Suplente, Gómez Hernández Oscar.
Merlano Rodríguez Carlos Daniel, Suplente,
Merlano Rodriguez Nicolas. Riascos
Caballero Luis Miguel, no reporta Suplente.
Zuñiga Caballero Carlos Alberto, Suplente,
Zúñiga Caballero Antonio Nel.

En esta ocasión fue  nombrado como gerente
Alonso Brugues Jairo Jesús, identificado con
c.c. 8.682.543, como suplente del gerente
nombraron a Merlano Rodríguez Carlos Daniel.

El 1 de agosto de   2.002, la junta directiva,
la gerencia y demás cargos no habían sido
cambiados pero la empresa pasó de 1.000
a 1.500 acciones de las cuales 1.000
estaban pagadas y 500 por suscribir.

El 6 de marzo del año 2.003, se modificó
nuevamente nombrando como gerente a
Javier José Daza Pretelt, identificado con c.c.
8.719.724  de Barraquilla.48

El 21 de enero de 2005 la empresa nombra
como gerente a Katia Patricia Sánchez Mejía
con la suplencia de Giovanna Andrea
Quinayas  Peña.

Nótese que el período más intenso de intentos
de legalización de predios se adelantan
durante el período en que figura como
gerente del Señor Javier Daza Pretel, quien
figura firmando, de manera directa, varios de
ellos. Igualmente, llama la atención que  el
nombre de este  gerente y representante legal,
como no ocurre en los otros casos, se omite
en la expedición   del certificado de existencia
y representación legal  de abril de 2005 y
nótese también que  su sede está en
Barranquilla y el total de las personas que
figuran en los certificados pertenecen a la
costa Atlántica de Colombia.

También para efectos del trámite de  la
licencia ambiental por parte de Codechocó,
no figura la razón social Unión de
Cultivadores de Palma de Aceite en el Urabá,
Urapalma S.A. sino la Asociación de
Pequeños Cultivadores de Palma de Aceite
en el Urabá en las escrituras con la que
soporta la supuesta legitimidad en la posesión
del terreno trasferido mediante escritura
publica por el antes fallecido  Lino Antonio
Díaz Almario y cómo esta entidad ambiental
entrega a Urapalma S.A. la citada licencia.

El informe del Incoder, de marzo de 2005,
fruto de una comisión que se adelantó gracias
a las denuncias de las comunidades y de los
requerimientos  de la Corte  Interamericana
de Derechos Humanos en seguimiento a las
medidas provisionales de las que son
beneficiarias las comunidades del
Jiguamiandó y familias del Curvaradó y de
las que es peticionaria la Comisión Intereclesial
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de Justicia y Paz, la empresa Urapalma S.A.,
había adquirido, de manera ilegal, mediante
contratos de compraventa de mejoras 105 lotes
con un área total de 5.646 has.

En el mismo Informe  se  revela  que esta
empresa es la pionera de la siembra de palma
en la zona con la construcción de toda la
infraestructura de carreteras, puentes, canales
de drenaje, viveros, tala de árboles, cambios
en el curso de las fuentes de aguas y cambios
de los usos tradicionales de los suelos 49.

Como puede verse se ha cumplido de manera
cabal con el objeto social en lo que a la
adquisición de tierras, adecuación para la
siembra y la siembra de palma se refiere,
aunque desde la ilegalidad que pretenden
legalizar con la formalidad empresarial
consignada en los registros de la Cámara de
Comercio.

Luego de la constitución de Urapalma en
diciembre de 1999 fueron creadas  otras
empresas con similar objeto social y una de
ellas  coincide en dos miembros de la junta
directiva  con los de esta compañía.

La Compañía “Palmas S.A.” fue
constituida un año y medio después de
Urapalma S.A., el 25 de julio de 2005, en
San Jacinto Bolívar e inscrita en la Cámara
de Comercio de Montería.

Los documentos coinciden en todo con los
contenidos del objeto social de  esta
empresa, solo que integra en uno los puntos
2 y 3 dejando,  un listado de 8 incisos en vez
de 9. Certifica como capital autorizado $
1.500.000.000.00 distribuidos en
$1.500.000.00 de un valor nominal de
$1.000. El capital suscrito es de
$1.000.000.000.00 y la junta directiva está

Foto: Cedida a Justicia y Paz
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integrada por  González Hernández Jorge
Julian, Arias Arango José William, Patio Patio
Iván, Piza Berruegos John Jairo y Zea
Restrepo John Alfredo, siendo registrado
como presidente y gerente Patio Iván.

Esta empresa a 27 de abril de 2005 no había
renovado su matrícula mercantil por el año 2005.

La mencionada empresa, que calca su razón
social de la de Urapalma S.A. según el citado
informe del Incoder, está  asociada con ésta,
se había apropiado, a 1 de noviembre de
2004 de 1500 has adquiridas, como su
empresa vinculada,  mediante contratos de
compraventa de mejoras, en los territorios
del Curvaradó.

“La Compañía  Palmas de Urabá,
Palmura S.A.” fue constituida en Santa

Marta, Costa Atlántica el 20 de Febrero de
2003 y contiene, literalmente, los mismos 9
incisos  del objeto social de la empresa
Urapalma  S.A. como se puede constar en
el certificado de existencia y representación
legal que expide la Cámara de Comercio de
Santa Marta 50. El Capital autorizado de de
$3.000.000.000.00000, el suscrito de
150.000.000.00000 y el pagado es de
150.000.000.00000.

Como miembros titulares de la junta directiva
aparecen en el registro Zúniga Caballero
Antonio Nel, Zúñiga Caballero Carlos
Alberto Y Zúñiga Chaux Maria Fernanda.
Como suplentes: Zuniga Ballestas Antonio
Nel, Zuniga Chaux Antonio Y Barrero
Hinestroza Julio Eduardo. El gerente
registrado  a partir de la constitución fue
Zuniga Caballero Antonio Nel.

Foto: cedida a Justicia y Paz
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Nótese que Carlos Alberto Zúñiga
Cabellero, es uno de los socios fundadores
de Urapalma S.A., miembro  titular de la
primera junta directiva y nótese, también que
el suplente,  Zuñiga Caballero Antonio Nel,
a su  vez  entró a ser titular  de la junta
directiva  de esa empresa a partir del 2000.

Un mes después, el 20 de abril de 2003, se
constituye en Medellín la Compañía
Inversiones Agropalma Y Cia Ltda que
repite literalmente los 9 incisos  del objeto
social, anotando sí,  después  de la
enumeración de los puntos, que la empresa

“establecerá la cría de semovientes,
para la explotación comercial,
agroganadera, forestal e industrial,
podrá comprar establecimientos  de
comercio para vender servicios  de
toda clase, comprar y vender
mercancías en general, conforme a
lo ordenado y permitido  por las
leyes Colombianas”51

El capital certificado de esta empresa es de
$300.000.000.00 y son 3 los socios: Ospina
Rendón y Cia Ltda Sor y Cia Ltda con 34
cuotas de $102.000.000.00, Jairo  Enrique
Ospina Rendón con 33 cuotas de
$99.000.000.00 y Jesús María Ospina
Rendón con 33 cuotas de $99.000.000.00,
siendo nombrado este último como gerente.

Llama la atención la ampliación del objeto
social donde, además de los 9 puntos de las
anteriores razones sociales,  enuncia nuevas
actividades.  Pareciera que por esta vía se
coincide con las estrategia de inserción socio
económica anunciado por los próximos a
desmovilizarse del  Bloque  paramilitar

“Elmer Cárdenas”  que incluyen  además de
la palma aceitera,  el desarrollo de la política
de guarda bosques, la extensión ganadera,
agroindustrias de yuca, caucho, procesos de
comercialización mediante establecimientos
para productos de primera necesidad. 52

La Compañía “Palmas del Curvaradó
S.A.”  fue constituida  en Medellín el 29 de
octubre de 2003 y coincide con las anteriores
en 8 puntos del objeto social. Introduce uno
más haciendo énfasis  en la “constitución
de asociaciones de campesinos y/o
cooperativas  de Trabajo Asociado que se
dediquen a la promocion (sic), prevencion
(sic) y tratamiento sanitario en
actividades agropecuarias, así como en la
búsqueda (sic) y  generación (sic) de
empleo para sus asociados”. El capital
autorizado es de  $2.000.000.000.00, el
suscrito de $ 1.300.000.000.00 y el pagado
de $1.300.000.000.00.

Los socios principales son: Libardo Moreno
Ruiz, Gabriel Jaime Sierra Moreno, Ignacio
Moreno Ruiz, Juan Pablo Sierra Moreno,
Juan Camilo Palacios Camacho, Gabriel
Felipe Santamaría Crespo. Los Suplentes:
Tatiana De La Roza, Luis Fernando Sierra
Moreno, Alfonso Moreno Ruiz, Gloria Elena
Sierra Luna, Rubén Darío Sierra Moreno,
Juan Gonzalo Sierra Moreno, Rosalba
Palacio Flórez, Catalina Jiménez Franco.

En el objeto social se explicita, por parte de
esta razón social, la constitución de
asociaciones  de campesinos dado que el
empresario  Gabriel Jaime Sierra Moreno,
tal como  ocurrió el viernes 3 de junio de
2005 y  se dejó constancia al  Gobierno y
otros organismos del Estado Colombiano por
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parte de la Comisión de Justicia y  Paz53, ha
intentado legalizar, vía asociación, los predios
apropiados ilegalmente de las comunidades.

Por otra parte,  existen evidencias de su
intensa actividad en los territorios colectivos
de las comunidades,  de extensión,
transplante, ingreso de maquinarias,  en
función del avance de la siembra de palma,
contraviniendo la resolución Defensorial, la
Directiva 008 del procurador general de la
Nación  y  las mismas recomendaciones del
Incoder. A su vez, trabajadores de este
empresario, desprendieron un aviso puesto
por un campesino propietario en el que se
advertía que no se aceptaba la siembra de
palma aceitera en su predio54.

Como lo constató el Incoder a noviembre
de 2004 esta empresa se había apropiado
de 398 has del  territorio colectivo de las
comunidades del Curvaradó y de 198
hectáreas del territorio colectivo de las
comunidades del Jiguamiandó y mediante
contratos de compraventa de mejoras  se
apropió de 55 lotes  de terreno dentro de los
territorios de las comunidades del
Jiguamiandó con un área de 4.752 has.55

La Compañía Promotora Palmera de
Curvarado Ltda fue constituida  el 26 de
enero de 2004 en Apartadó y  difiere de las
anteriores en que su objeto social no se
refiere de manera explícita al cultivo de la
palma de aceite  sino,  de manera genérica  a

“la siembra y comercialización de
productos agrícolas, importación  y
exportación de productos agrícolas,
agroquímicos, maquinarias y en
general cualquier bien mueble para
la industria colombiana; así mismo

explotación de actividades
económicas del campo dentro de un
criterio racional de aprovechamiento
integral de los recursos naturales”.

Dentro de  de su objeto social, también de manera
explícita,  consigna la adquisición de tierras

“o fincas  con el fin de explotarlas
económicamente, o construir las
instalaciones necesarias o convenientes
para la comercialización de sus
actividades, enajenar sus bienes  cuando
fuere necesario para el cumplimiento de
su fin primordial”56

El capital declarado es de $150.000.000.00
dividido en 150 cuotas con valor nominal de
$1.000 cada una. Los socios capitalistas que
figuran son: Duque Echeverry Hector, Bernal
Giraldo Irving Jorge, Correa Gómez María
Isabel Y Zea Medina Luis Fernando. Como
gerente figura Duque Echeverry Héctor

De su actividad en el cultivo de palma se tiene
conocimiento  por el informe de Incoder,
pues, como su  objeto social lo describe,
efectivamente se dedica a  la adquisición de
tierras. A la fecha del informe de esta entidad
adscrita al Ministerio de Agricultura,  esta
empresa se había apropiado de 1400 ha
mediante contrato ilegales de compraventa
de mejoras en territorios colectivos
adjudicados a las comunidades negras de la
Cuenca del Curvaradó, sin contar con el
consentimiento de sus autoridades
tradicionales.57

Aparte de las tres empresas constituidas en
la Costa Atlántica y las tres constituidas en el
departamento de Antioquia que hemos
reseñado, el informe de Incoder de marzo
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del presente año, nombra además  las
empresas  Inversiones Fregni Ochoa
Limitada, La Tukeka, Selva Húmeda,
Asibicon, Palmas Del Atrato.

Además, la resolución de licencia ambiental
de Codechocó, nombra la  ya mencionada
“Asociación de Pequeños Cultivadores
de Palma de Aceite en el Urabá”  y en
respuesta a derecho de petición a  miembros
de los consejos comunitarios de Jiguamiandó
y Curvaradó, esta entidad  dice  que la empresa
“Unidad Productiva Afrocolombiana de
Palma” presentó el 28 de noviembre de 2004
solicitud de aprobación de plan de manejo.

Al final se comprenden 13 nombres de
empresas que formalmente aparecen
interviniendo en el bajo Atrato. Al dar crédito
a las afirmaciones de Vicente Castaño, y
constatar que la palma inicialmente se ha
sembrado en el Curvaradó y parte en el
Jiguamiandó, mientras se proyecta un
semillero en el Cacarica, todo parece llevar
a la conclusión de que las tierras a las que se
refiere el mando removilizado es a estas que
son del Territorio Colectivo de los
afrodescendientes, a las individuales que
colindan con estas cuencas y las de Llano Rico.

Por tanto,  las empresas o son creadas por
el paramilitarismo o son las que él afirma  se
involucran en la proyectos de inserción
paramilitar

“Yo mismo conseguí los
empresarios para invertir en esos
proyectos que son duraderos y
productivos”.

Su creación legal, como hemos visto, ha
tenido un ritmo acelerado desde 1999 y viene

de la costa Atlántica hasta Antioquia,
coincidiendo, en los objetivos de apropiarse
de las tierras del  “Urabá” léase bajo Atrato
Chocoano, ante la complacencia del
Gobierno Colombiano que las ha facilitado
cuantiosos créditos y seguridad oficial.

Actuación del Ministerio Público,
Codechocó y La Fuerza Pública.

La Procuraduría General de la Nación.
A través de las insistentes solicitudes de
intervención a las distintas autoridades del
orden nacional por parte de las comunidades
afectadas palma, lo mismo que por las
Constancias Históricas presentadas por la
Comisión de Justicia y Paz, desde el año
2001 hasta hoy, la Procuraduría General de
la Nación ha conocido del grave problema,
trascendencia e implicaciones de las siembras
de palma aceitera en el efectivo ejercicio de
los derechos fundamentales individuales y
colectivos de los afrodescendientes. Cuatro
años de exigencias, en los que han acudido a
este ente de control las víctimas del
desplazamiento y las plantaciones, en busca
de verdad y justicia, ha provocado la
existencia actual de una investigación
disciplinario y la expedición de la Directiva
008 de 2005, luego de un lento proceso de
entendimiento de la situación que le impidió
tomar con anterioridad las medidas
necesarias que facilitara el cese oportuno de
las siembras de palma africana en los
territorios colectivos de los afrodescendientes
del Curvaradó y Jiguamiandó.

El 28 de junio de 2004, la representante legal
del Consejo Comunitario Mayor de la cuenca
del Río Curvaradó interpuso queja58 escrita
ante la Procuraduría General de la Nación
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en la que informó la grave situación de
desplazamiento en que viven los habitantes
de esta cuenca y el empleo ilegal de la
propiedad colectiva e individual por parte de
empresas palmiculturas,  manifestando de
forma contundente que el territorio colectivo
estaba siendo sembrado de palma aceitera
sin la autorización del Consejo Comunitario
mayor de la Cuenca. Sustentó su queja con
lo verificado en la visita realizada a los cultivos
de palma aceitera entre el 15 al 17 de febrero
de 2004 59; y con base en ello solicitó al
Ministerio Público el inicio de una
investigación disciplinaria contra los
funcionarios del Ministerio de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial, la
Corporación para el Desarrollo Sostenible
del Chocó, Codechocó y la Oficina de Etnias
del Ministerio del Interior por la conducta
omisiva que permitió el avance de las
siembras de palma aceitera dentro del
territorio adjudicado colectivamente a la
comunidades negras del Curvaradó.

La Procuraduría Segunda Distrital mediante
auto de julio 9 de 2004 ordenó enviar la
investigación al Grupo de Control Interno
Disciplinario del Ministerio de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial, donde se
procedió a abrir la investigación No. 362/
04, para proferir seis meses después (el 14
de enero de 2005), un auto mediante el cual
se Inadmite la queja por considerar que los
hechos relacionados eran simples sospechas
o conjeturas y que carecían de “los medios
probatorios sobre la incursión en una
conducta disciplinable” 60.

La Oficina de Control Interno, sin tener
siquiera competencia para investigar y
sancionar a los funcionarios de las
Corporaciones Autónomas Regionales,

justifica el accionar de los funcionarios de
Codechocó y la Corporación para el
Desarrollo Sostenible del Urabá,
Corpouraba, al calificar que su “omisión se
dio bajo una insuperable coacción ajena,
que los obligaron a no actuar debiendo
hacerlo, por la fuerza moral de la
amenaza” 61.

En el auto inadmisorio, el Ministerio no
desplegó labor alguna con miras a verificar
los hechos denunciados en la queja de la
Representante Legal e ignoró por completo
lo verificado en la visita de febrero de 2005,
conformándose con las explicaciones dadas
mediante oficio por funcionarios de
Codechocó, Corpourabá y del Ministerio De
Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial.

No fue llamado a versión libre ningún
funcionario, ni siquiera se identificaron
posibles disciplinados.  La Oficina de Control
Interno Disciplinario del Ministerio de Medio
Ambiente, Vivienda Y Desarrollo Territorial,
sólo se preocupó por justificar el actuar
complaciente de los funcionarios de dicho
estamento gubernamental con la
implementación y avance irregular de las
siembras de palma aceitera.

En el mes de septiembre de 2004, 12
miembros de los Consejos Comunitarios de
Curvaradó y Jiguamiandó se trasladaron a la
ciudad de Bogotá con el objeto de formular
quejas ante la procuraduría Delegada para
la Prevención en Materia de Derechos
Humanos y Asuntos Étnicos de la
Procuraduría General de la Nación, es así
como los afectados informaron de forma
detallada la circunstancias en que fueron
expulsados de sus lugares de origen por parte
de los grupos paramilitares en conjunto con
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miembros de la 17 Brigada del ejército y la
posterior usurpación de sus tierras por parte
de empresas palmiculturas.

Actualmente cursa investigación por estos
hechos sin que hasta el momento exista
pronunciamiento de responsabilidad
disciplinaria.

Nuevamente el 23 de abril de 2005  6 2,
miembros de la Cuenca del río Curvaradó
en situación de desplazamiento, efectuaron
un urgente llamado a la Procuraduría General
de la Nación y demás autoridades
competentes de carácter nacional  para que
realice las actuaciones necesarias con miras
a la devolución del territorio colectivo
intervenido con la siembra de palma aceitera,
solicitando además la suspensión inmediata
de las siembras de palma y el cumplimiento
efectivo de los derechos de Verdad, Justicia
y  Reparación Integral para las comunidades
negras del Curvaradó.

En respuesta al derecho de petición 63 de
mayo 17 de 2005, la Procuraduría delegada
para la Prevención en Materia de Derechos
Humanos y Asuntos Étnicos, informó que se
trasladó la petición a la Procuraduría
Delegada en Asuntos Ambientales y Agrarios
sin que hasta la fecha se conozcan los
resultados de la investigaciones.

Luego de las denuncias públicas formuladas,
de las numerosas quejas interpuestas en la
Procuraduría General de la Nación y de la
Comisión de Verificación efectuada el mes
de octubre de 2.004, este organismo de
vigilancia y control se pronunció a través de
una directiva de carácter vinculante No. 00864

del 21 de abril de 2.005 emanada del
despacho del Procurador General de la

Nación y dirigida al Presidente de la
Republica, al Ministro del Interior y Defensa,
al Comandante de las Fuerzas Militares, al
Consejo Nacional de Atención a la Población
desplazada, a los Comités Departamentales
de Atención a la Población Desplazada del
Chocó y Antioquia, a los Comités
Municipales de Atención al Desplazamiento
de Apartadó y Bajo, Medio y Alto Atrato;
en la que reconoce que las denuncias hechas
por la comunidad, las organizaciones sociales
y de derechos humanos, además de la iglesia
Católica presionaron el reconocimiento de la
grave situación que atraviesa esta zona.

La Directiva  se pronunció sobre la
responsabilidad del Estado Colombiano por
la omisión en los hechos de violación a los
derechos humanos perpetrados contra las
comunidades negras, mestizas e indígenas de
la región del bajo Atrato chocoano, hace
alusión de las diferentes denuncias hechas por
organismos nacionales e internacionales de
derechos humanos, igualmente realiza un
breve relato de hechos en las que han
resultado afectadas las comunidades
campesinas de las cuencas de los ríos
Curvaradó y Jiguamiandó.

Reconoce la grave situación  que en materia
de derechos humanos ocurre en la región  del
Atrato y del Urabá Antioqueño e insinúa
tímidamente la relación entre violencia socio
política, violaciones a los derechos humanos
e intereses  de apropiación de tierra vinculada
a los proyectos agroindustriales de la palma
aceitera, de coca, de ganadería y la
deforestación de selva, que se sustentan en
la ilegalidad.

El documento dice textualmente, refiriéndose
a la situación que la zona :
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“es de extrema gravedad  y cada
día y desde hace varios  años, lejos
de mejorar continúa agravándose,
lo cual  coloca a las comunidades
negras e indígenas que allí habitan
en condiciones de máxima
vulnerabilidad.”

También en él se hace un recuento de los
desplazamientos sufridos por las
comunidades afrodescendientes, indígenas y
mestizas del medio y bajo Atrato, igualmente
sobre las cuencas de los Consejos  de las
Comunidades de los ríos Jiguamiandó y
Curvaradó, afirmando que:

“aunque la fuerza pública hace
presencia en la zona, en enero de
2.003 se presentaron  continuos
desplazamientos; el 28 de
septiembre de 2.003 se produjo el
desplazamiento, dentro del
territorio.”

Así mismo, trazó en 8 puntos directrices
precisas a sus destinatarios (instituciones de
Estado y Gobierno) para conjurar el peligro
en que se encuentran los pobladores de la
región.

En la primera de sus disposiciones se dirige
al Presidente de la República, como supremo
comandante  de las Fuerzas Militares y le
compele a actuar teniendo en cuenta el diseño
y ejecución de medidas preventivas con base
en las denuncias presentadas por
organizaciones civiles  indica que la
Procuraduría considerará acatada la directiva
“en la medida en que las comunidades se
encuentren efectivamente protegidas y no
solo con el reporte de aseguramiento a la
vía fluvial principal.” Y frente al
restablecimiento de la población retornada

después de la masacre de Bojayá de mayo
de 2002, dispone que:

 “(…) el señor presidente de la
Republica deberá presentar a este
Órgano de control, dentro del mes
siguiente a la notificación de la
presente Directiva, un cronograma
claro, verificable y viable sobre la
reubicación de la cabecera
municipal de Bojayá.”

En lo que respecta a la explotación de siembra
de la palma de aceite y la manera como se
ha venido deforestando en los territorios
colectivos de la Comunidades de las cuencas
de los ríos de Jiguamiandó y Curvaradó y en
los títulos individuales dispone que :

“(…) el Incoder, Codechocó y
Corpouraba deberán presentar a
este organismo de Control, en el
termino de quince días, un informe
sobre las acciones  desarrolladas
hasta el momento para garantizar,
de manera efectiva la protección de
los derechos patrimoniales de dichas
comunidades y personas y un plan
de acción a desarrollar a este
efecto.”

Al comité interinstitucional de alertas
tempranas, le solicita un informe detallado que
precise la respuesta de la Fuerza Pública
desde abril de 2.002, precisando en el mismo

“(...) por qué, pese a la existencia
de alertas, la Fuerza Pública no ha
podido garantizar la seguridad en
esas zonas.”

Por su parte, a la Fuerza Pública le ordena
indicar de modo inmediato:
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“(…) el estado de seguridad de todos
los corregimientos del Alto, medio
y Bajo Atrato, en el caso de Chocó
y Apartadó, en el caso de Antioquia,
señalando en cuales hay condiciones
de seguridad para procesos de
retorno de sus desplazados”

Desde la fecha de expedición de la Directiva
No. 008 de 2005 a la actualidad no ha
variado en lo fundamental la situación socio-
económica de los pobladores de la región, la
vulneración de sus derechos fundamentales
individuales y colectivos, sigue siendo el pan
de cada día, las condiciones de seguridad
incluso empeoran...

La Defensoría  del Pueblo.65 , En
cumplimiento de funciones constitucionales
ha formulado recomendaciones y expedido
resoluciones defensoriales sobre la grave
situación de violación de derechos humanos
en región del bajo Atrato Chocoano; lo
anterior, debido al conocimiento de los
hechos registrados en Constancias Históricas;
en peticiones hechas por miembros de las
comunidades afectadas de las cuencas de los
ríos Jiguamiandó y Curvaradó; y de las visitas
de verificación por medio de los cuales tuvo
conocimiento de los problemas en materia
de derechos humanos y de la graves
consecuencias para el ecosistema selvático
y para las comunidades ambiental que se
derivan de la siembra ilegal de palma aceitera
en los territorios colectivos.
.
En el 5 de diciembre de 2002, la Defensoría
del Pueblo publicó una investigación
plasmada en un Amicus Curiae  sobre la
explotación de maderas en la cuenca del
Cacarica, dentro de la cual se abordó por
primera vez el tema de los cultivos de palma
africana en la región. Es así como se consignó:

“Esto pese a que no se ha realizado
el proceso de consulta con las
comunidades étnicas, no se ha
consultado el concepto de viabilidad
ambiental, ni se ha solicitado los
permisos para concesión de aguas
y aprovechamiento forestal ante las
autoridades ambientales con
jurisdicción en los mencionados
departamentos –Codechocó y
Corpourabá- con lo cual se
amenazan, nuevamente, los
derechos de los grupos étnicos y se
desconoce la normatividad
ambiental.”

“A juicio de la Defensoría, la
puesta en marcha de este proyecto,
además, atenta contra el principio
de coordinación que debe regir las
actuaciones de las entidades
públicas. No es claro cómo las
autoridades del sector agropecuario
y del nivel regional impulsan y
financian una actividad que se
desarrolla en un ecosistema
estratégico por su diversidad
natural y cultural, sin contar con los
permisos y trámites que ordenan la
Constitución y las leyes.”66

La aludida Resolución es la No. 025 de
octubre de 2002 sobre las Violaciones
Masivas de Derechos Humanos y
Desplazamiento Forzado en la Región del
Bajo Atrato Chocoano. En ésta la Defensoría
del Pueblo se comprometió con las
comunidades desplazadas dentro del
territorio de Jiguamiandó, a realizar visitas
bimensuales al terreno para efectuar
acompañamiento y seguimiento a las Medidas
Provisionales.
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En la Resolución Defensorial No. 39 de junio 2
de 2.005, señaló que las comunidades
afrodescendientes, particularmente en asuntos
ambientales, tienen el derecho a la participación,
máxime cuando se trata de la explotación de
los recursos naturales  y que este:

“es un derecho fundamental en
razón de la estrecha relación entre
su integridad e identidad cultural y
la conservación del medio
ambiente.”67

Señaló que a pesar de reconocerse
constitucional y legalmente a las comunidades
negras como grupo étnico, - en coherencia
con lo expresado por la Corte
Constitucional68- se ha constatado que

“(…) se adelantan de manera ilegal
cultivos de palma africana por
personas y empresas ajenas a la
comunidad”. Concluyendo que “se
están violando los derechos de las
comunidades negras al disfrute del
territorio, a la identidad e integridad
cultural, al goce de un ambiente
sano, al equilibrio ecológico, a la
seguridad alimentaria, al acceso a
la vivienda, al trabajo, a la libertad
de locomoción y residencia y a la
igualdad. También se están
amenazando derechos
fundamentales como el derecho a la
vida digna, a la salud, a la libertad
y a la vida”

También señaló que de acuerdo con el
informe del Instituto Colombiano de
Desarrollo Rural, Incoder, de marzo de 2005,
se estableció que 22.022 hectáreas de los
territorios colectivos de las comunidades de

Jiguamiandó y Curvaradó están afectadas por
los cultivos de palma aceitera y en menor
grado por ganadería,  que

“(…) la estrategia utilizada por las
empresas para acceder a la tierra
ha sido la compraventa de mejoras
a personas particulares,
pertenecientes a territorios
colectivos o a miembros
individuales de los consejos
comunitarios; así mismo se han
adquirido tierras o mejoras a
personas con títulos individuales
excluidos de territorios colectivos.”

La Resolución Defensorial hace un análisis
de la situación de derechos humanos en la
zona y del impacto ambiental, tomando como
referencia el informe del Incoder, es así como
citó que “a la fecha de la comisión, se
habían celebrado 203 contratos (14.881
ha), a pesar de carecer de toda validez
jurídica de acuerdo con la Ley 70 de 1993
(art 7 y 15).” hace relación de todos los
destrozos ambientales como la deforestación
y la tala indiscriminada, el cambio de suelo y
la adecuación de la tierra con la infraestructura
para los cultivos agroindustriales de palma y
que “en general, se ha intervenido el
bosque nativo de la selva húmeda tropical
del Chocó biogeográfico, considerado
como uno de los ecosistemas con mayor
biodiversidad del planeta, pero al mismo
tiempo uno de los más frágiles.”

Indica como el establecimiento e
implementación ilegal de estos cultivos “está
causando la destrucción y desaparición de
caminos, interrupción de las
comunicaciones, destrucción de viviendas
y cultivos, desaparición de poblados de las
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comunidades asentadas ancestralmente y
su desplazamiento forzado.” Dice que la
disputa territorial es aprovechada por las
empresas palmicultoras quienes se apropian
de los territorios bajo diferentes mecanismos
de apropiación ilegal del territorio.

El documento presenta una relación
cronológica de hechos en los cuales han
participado y constatado las diferentes
violaciones e irregularidades desde el año
2.002 cuando hizo :

“una investigación sobre la
explotación de maderas en la
cuenca del Cacarica, dentro de la
cual se abordó por primera vez el
tema de los cultivos de palma
africana en la región” y “el día 7
de marzo de 2.003, la Defensoría del
Pueblo emitió el comunicado de
prensa Nº 822, denunciando el
desplazamiento masivo de la
comunidad de Puerto Lleras sobre
la cuenca del río Jiguamiandó, Bajo
Atrato chocoano.”

El Defensor del Pueblo expresó que han
podido constatar los desplazamientos de las
comunidades y el avance de la siembra de
palma en esos lugares, y el control que
ejercen estas empresas prohibiéndole el libre
transito las comunidades, entre otras
violaciones. De igual manera hace un
recuento de los hechos más relevantes del
desplazamiento sufrido por parte de estas
comunidades provocado por las estructuras
paramilitares y la vulneración de los derechos
de las comunidades.

Concluye la Resolución que:

“La siembra de palma africana en
grandes extensiones, que desde el

año 2000 se viene adelantando, ha
generado conflictos relacionados
con los territorios colectivos y la
identidad cultural y étnica, daño al
medio ambiente y desplazamiento
forzado por la violencia.” identifica
cuatro problemáticas principales
que son: “1- El relacionado con los
territorios: - Defectos de titulación;
- Compraventa de mejoras en
territorios colectivos. 2- La
afectación a su identidad étnica y
cultural. 3- Los impactos al medio
ambiente y al equilibrio ecológico
según la óptica del desarrollo
sostenible. 4- El desplazamiento
forzado de población y desarraigo
de sus territorios.”

Cita las normas del orden internacional69 y
nacional que se ocupan de esta materia:

“(...) es pertinente resaltar que la
problemática objeto de esta
investigación se sucede en territorios
donde, a la luz de los instrumentos
internacionales y de la Constitución
Política, existen unos Consejos
Comunitarios y Cabildos Indígenas,
autoridades especiales que no han
sido tenidas en cuenta.”

También señaló que  “la normatividad
ambiental no se respeta. No se han
divulgado ni puesto en vigor un Plan de
Manejo Ambiental.”

En la parte resolutiva ordena a las empresas
palmicultoras que:

“(…) suspendan de manera
inmediata el avance de los cultivos
de palma africana en los territorios



Justicia y Paz & Banco de Datos del Cinep

La Tramoya
Derechos Humanos y Palma Aceitera

130

colectivos de Jiguamiandó y
Curvaradó y en otros territorios
colectivos del departamento del
Chocó”.

También hace esta petición  a las empresas
cultivadoras de banano para que cesen la
siembra y la adecuación de tierras.

Exhorta a los Ministerios del Interior y de
Justicia y al Ministerio de Agricultura y de
Desarrollo Rural, para que adelanten

“(…) todas las actuaciones
tendientes a la restitución material
de los territorios colectivos y
resguardos indígenas afectados por
la siembra de palma aceitera, así
como los destinados a la ganadería
y a la explotación maderera” y
garanticen “el ejercicio pleno del
derecho al territorio y la autonomía,
mediante la realización del derecho
a la consulta previa y concertación”

Apremia al Ministerio del Interior y de Justicia
y a la Red de Solidaridad de la Presidencia
de la República y demás entidades
nacionales, regionales y locales concernidas
en el tema, para

“i) adelantar las gestiones
pertinentes para la prevención del
desplazamiento forzado; ii) atender
a la población desplazada de los
territorios colectivos y de los
resguardos indígenas del
departamento del Chocó; iii)
atender a las poblaciones que se han
resistido a desplazarse y continúan
en sus territorios afrontando los
riesgos; iv) brindar la asistencia
humanitaria a las comunidades

desplazadas; v) iniciar el programa
de retorno, teniendo en cuenta los
principios de seguridad,
voluntariedad y dignidad.”

Al Incoder, le insta para que de forma
urgente:

“expida las resoluciones
aclaratorias acerca de la titulación
de los predios asignados a
campesinos colonos y los predios
adjudicados a las comunidades
afrocolombianas como territorios
colectivos”

Con el fin de evitar que las confusiones
generadas por este asunto sean aprovechadas
por terceros para la apropiación del territorio.

A los Ministerios de Ambiente, Vivienda y
Desarrollo Territorial y de Agricultura y
Desarrollo Rural, les requiere  que ordenen
la suspensión de nuevos cultivos de palma
africana, en los territorios de las comunidades
titulados de forma colectiva que han sido
adjudicados, en los resguardos indígenas y
en otros territorios que tengan el carácter de
colectivos en el departamento del Chocó.

Urge nuevamente al Ministerio de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial y también
hace el mismo llamado hacia las
Corporaciones Autónomas Regionales y a las
Corporaciones de Desarrollo Sostenible para
que estas “se abstengan de conceder
permisos, autorizaciones y licencias
ambientales, así como de aprobar Planes
de Manejo Ambiental para realizar
actividades de ganadería extensiva,
explotación maderera y cultivos de palma
africana, en territorios colectivos de las
comunidades negras de las cuencas de los
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ríos Jiguamiandó y Curvaradó y
resguardos indígenas, sin el cumplimiento
pleno de los requisitos exigidos en materia
ambiental y sobre territorios (Ley 70 de
1993, reglamentada por el Decreto 1745
de 1995 para comunidades
afrodescendientes y Ley 160 de 1994 y
Decreto 2164 de 1995 para comunidades
indígenas).”  A la vez apremia a estas
entidades para que difundan  las medidas
adoptadas en el documento “Guía para la
Siembra de Palma.”

Igualmente demanda al mismo Ministerio,
para que identifique y valore los posibles
perjuicios que se causen al medio ambiente
y adopte las medidas correspondientes para
corregir esos daños y de igual forma solicita
al ministerio y corporaciones autónomas
reconocer la compensación necesaria por
perjuicios al medio ambiente y urge junto a
esta entidades al Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural, para que defina:

“el modelo de desarrollo y
explotación  de los recursos
naturales en el departamento del
Chocó, de conformidad con las
recomendaciones del proyecto
Biopacífico y los lineamientos de la
Agenda Pacífico XXI”

Similar llamado hace a todas las entidades
encargadas de cumplir con las medidas
provisionales impuestas por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, a la
Fiscalía general de la República para que
haga las investigaciones pertinentes y resuelva
las que ya ha emprendido sobre los
desplazamientos, amenazas, asesinatos y
demás hechos sujetos de investigación por
constituir violaciones a los derechos humanos
y a las normas penales; ese mismo llamado

hace a la Procuraduría General de la Nación
para que adelante las investigaciones
disciplinarias correspondientes y sancione.

Por último ordena a sus funcionarios en la
seccional Urabá hacer las gestiones

“necesarias para restituir los
derechos que se pudieron haber
vulnerado con la siembra de palma
africana en las cuencas de los ríos
Jiguamiandó y Curvaradó, así como
promover las reparaciones e
indemnizaciones a que hubiera
lugar, salvo que se dé cumplimiento,
en un término razonable, a las
obligaciones impuestas por la
máxima autoridad ambiental”.

Encarga a los funcionarios competentes a
nivel de derechos colectivos, del ambiente y
de asuntos étnicos e indígenas para que en
conjunto con la:

“Seccional de Urabá y la
Coordinación para la Atención al
Desplazamiento Forzado y con el
apoyo de los personeros
municipales, el seguimiento de las
recomendaciones efectuadas en la
presente resolución”

Desarrolla once puntos en lo que resuelve  y
establece que la Resolución sea incluida
dentro de los informes que anualmente
presenta ese organismo al congreso de la
República, para que así se permita hacer el
seguimiento y verificación del cumplimiento
de cada uno de los puntos que aquí se piden.
Deja clara la responsabilidad del Estado y
por lo tanto llama a las entidades antes
citadas, a tomar las medidas necesarias para
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que se corrijan estos hechos que constituyen
violaciones a los derechos humanos contra
las comunidades afrodescendientes de las
cuencas del río Jiguamiandó y Curvaradó.

La Corporación para el Desarrollo
Sostenible del Chocó, Codechocó. Ante
la evidencia del inicio ilegal de las plantaciones
de palma aceitera, por parte de Urapalma
S.A, el 17 de febrero de 2002, el subdirector
de Recursos Naturales de Corpourabá,
señor Elkin Granada, envió comunicación al
representante legal de la mencionada empresa
palmicultora recordándole que para la
realización de cultivos de palma aceitera se
requería la correspondiente Licencia
Ambiental, de acuerdo con el Decreto 1753
de 1994; e igualmente presentó una queja a
Codechocó en la que le informa tal situación
y le solicitó la apertura de “un expediente que
contenga todos los antecedentes y el
desarrollo actual de dicho proyecto”70.

La empresa Urapalma S.A tramitó ante
Corporurabá la licencia ambiental exigida, la
cual fue remitida por competencia a
Codechocó y de esta manera la Corporación
Autónoma Regional del Chocó convirtió lo
que inicialmente fue una investigación contra
esta compañía en el trámite de un Plan de
Manejo Ambiental.

Dentro de las diligencias adelantadas por
Codechocó se realizó la visita en terreno de
tres profesionales especializados en cuyo
informe de fecha agosto 26 de 2003,
verificaron la existencia de 1.200 hectáreas
establecidas y 400 en proceso de
establecimiento. Los resultados y
recomendaciones de ésta fueron comunicadas
al representante legal de Urapalma S.A en
los siguientes términos:

“Durante los días de visita de
campo, se pudieron observar
alguna series de prácticas que no
fueron tenidas en cuenta para la
Conservación Natural y
cumplimiento de la política y la
normatividad ambiental; por otro
lado se observó que estas prácticas
debiesen ir acompañadas de un
proceso de gestión ambiental; y que
definiera algunos mecanismos
operativos o de acción requerida en
las diferentes etapas del proceso
productivo, de esta manera al
establecer y operar el cultivo de la
palma de aceite hubiese sido
importante tomar algunas medidas
pertinentes para prevenir impactos
ambientales negativos que
pudiesen deteriorar al cultivo y al
entorno donde se encuentra
plantado (Brisas) por tal motivo
hacemos las siguientes
recomendaciones:”

“1. Aunque no es una situación
provocada, si es de prioridad
avanzar en el proceso regulatorio
y de estabilización del talud del
Río Curvaradó sector A – 31 de la
plantación donde la dinámica erosiva
esta provocando deslizamiento
continuo del suelo (...)”

“También se recomienda
complementar haciendo la
reforestación como se tiene
programado por Urapalma S.A. con
las especies nativas que han sido
recomendadas por los técnicos de
Corpurabá.”
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“4. En la zona de expansión
visitada, sitios C45 al C56 se
observo la utilización de
maquinaria pesada para la
limpieza del lote, provocando así
la compactación y cambios en la
estructura del suelo situación que
no es muy recomendable por las
consecuencias que trae, se recomienda
hacer limpieza manual o con
maquinaria liviana (motosierra) y
únicamente utilizar maquinaria
pesada en las vías de acceso.”71

Es decir, Codechocó no sólo pudo
establecer la existencia de los cultivos de
palma aceitera, sino el impacto que estaba
causando al medio ambiente. Sin embargo,
nada hizo ante la probanza del incumplimiento
por parte de la palmicultora, conforme la
obligación contenida en el artículo 49 de la
Ley 99 de 1993, relativa a la exigencia del
Plan de Manejo Ambiental para la ejecución
de proyectos que afecten el medio ambiente
y menos aún por el daño ecológico que se
hacía evidente.

Por el contrario, sólo siete días después,
mediante oficio, le remitió a la empresa
infractora los términos de referencia para la
elaboración del Plan de Manejo Ambiental,
conceptuando favorablemente su
aprobación, el 20 de abril de 2004.

Mediante Resolución No. 0732, expedida
el 19 de mayo de 2004 aprobó el Plan de
Manejo Ambiental para el establecimiento de
cultivo de palma aceitera a favor de
Urapalma S.A.:

 “(...) en un área de 1.660 hectáreas,
establecido en  Brisas, entre el Río

Curvaradó, Caño Claro, Llano Rico,
Zona del Río Curvaradó  en el
Municipio de Carmen del Darién (...)”

tierras cuya propiedad privada acreditó la
palmicultora  presentando escrituras públicas
y certificados de tradición y libertad que
“daban fe” de la adquisición de más de cinco
mil hectáreas de tierra del señor Lino Antonio
Díaz y acompañando tal documentación de
una constancia expedida por el Subgerente
de Ordenamiento Social de la Propiedad del
Instituto Nacional de Reforma Agraria,
antiguo Incora, en la que se dice que dicha
entidad, mediante la resolución No. 4822 del
31 de octubre de 1990, adjudicó tierras al
señor Lino Antonio Díaz Almario (sin decir
el número preciso de hectáreas) y que dicho
título, al igual que otros que refiere en el
documento :

“no quedaron incluidos en las
adjudicaciones colectivas que el
INCORA hizo a los Consejos
Comunitarios del Municipio de
Riosucio.”

De esta manera, en apariencia se probó el
derecho de propiedad que recae sobre las
tierras en las que se constataron las primeras
plantaciones de palma de Urapalma S.A. Sin
embargo, protuberantes irregularidades saltan
a la vista cuando se realiza un estudio de dicha
documentación.

Se encuentra, por ejemplo, que los
certificados de tradición y libertad expedidos
por la Oficina de Instrumentos Públicos de
Quibdó, dan cuenta de más de cinco mil
hectáreas otorgadas al señor Díaz Almario
mediante la Resolución No. 4822 de 1990
emanada del Incora, cuando es claro que de
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acuerdo a la normatividad vigente a la fecha
de la adjudicación72, no se podían adjudicar
a personas naturales, extensiones mayores a
450 hectáreas. Por esta razón no se entiende
cómo puede hacerse oponible la existencia
de un acto administrativo que confiere el
derecho de propiedad a un individuo sobre
una extensión de tierra mayor (con creces) a
la permitida por la ley.

Más desconcierta esta información, al
encontrarse que en el informe del Incoder de
marzo 14 de 2005, se relacionó en el cuadro
anexo de títulos particulares no incluidos en
el título colectivo, en el numeral 128, que el
señor Lino Antonio Díaz Almario con C.C.
No. 3.641.357, fue beneficiario de una
adjudicación de un predio denominado
Santafe, de 34 Hectáreas aproximadamente,
mediante Resolución No. 1741 de septiembre
30 de 1993.

De otra parte se tiene que según la
documentación aportada por Urapalma S.A
a Codechocó para el trámite de la licencia
ambiental, los negocios de compraventa de
las más de cinco mil hectáreas, cuya
propiedad se encontraba presuntamente en
cabeza de Díaz Almario, fueron realizados
en el año 2000. Sin embargo, varios
miembros de las comunidades que
conocieron al señor Lino Antonio, han
testimoniado que falleció en el año 1996, es
decir, 4 años antes de la realización del acto
jurídico referido y de igual forma manifestaron
que al señor Díaz Almario, no le fueron
adjudicadas más de 60 Hectáreas, lo cual
coincide con lo plasmado por el Incoder en
su informe de marzo 14 de 2005.

Estas anomalías fueron pasadas por alto por
Codechocó al momento de estudiar la

documentación aportada por Urapalma S.A
y como justificación a su omisión ha
argumentado la presunción de buena Fe, que
valga recordar, es una presunción de hecho,
que como tal puede ser desvirtuada. Por lo
tanto cualquier duda razonable como las
surgidas del análisis de los certificados de
tradición y libertad, las escrituras públicas, el
informe del Incoder, aunado al conocimiento
de la comunidad sobre el aspecto antes
relacionado, merecía y sigue mereciendo una
investigación seria y exhaustiva que lleve al
esclarecimiento de la situación.

Esta entidad ambiental regional, al ser
cuestionada por la omisión de un
comportamiento prudente y diligente, se
excusa diciendo que no es de su resorte
realizar este tipo de investigaciones, toda vez
que ello corresponde a entidades de vigilancia
y control previa denuncia por falsedad 7 3,
desconociendo que el cumplimiento cabal de
su función le implicaba un nivel primario de
indagación sobre estos aspectos, dado que
ello afectaría la decisión de otorgar la licencia
ambiental; y en caso de encontrar sustento
de anomalía alguna, cumplir con el deber de
denuncia contemplado en el artículo 27 74 del
Código de Procedimiento Penal Colombiano.

Por otra parte, en la matriz global de puntos
tomados en campo, elaborada por un
Ingeniero Forestal que asistió como asesor de
la Comisión de Justicia y Paz y los
afrodescendientes a la visita de Verificación
llevada a cabo en octubre de 2004, se evidenció
que dentro del título presentado por Urapalma
S.A. como de su propiedad, se encuentran
varios predios que están dentro del territorio
colectivo de las comunidades negras y el de
personas con título individual que no han
transferido su dominio a terceros. Por esta razón
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no se entiende la respuesta suministrada por
Codechocó cuando afirma que :

“se realizó el estudio de los puntos
colindantes del título y los que
figuraban en las escrituras y
certificados de tradición y libertad,
por tal razón al no encontrar
ninguna superposición con respecto
a las escrituras, relevante (sic) se
procedió a continuar con el
proceso” 75

Dado que, relevante o no, cualquier
superposición entre la supuesta propiedad
de Urapalma S.A y los derechos de terceros,
daba lugar, por lo menos a una limitación del
área sobre el cual se aprobaba la licencia.

Revisando con mayor detenimiento uno a uno
los folios que forman parte del expediente
de trámite de licencia ambiental, llama la
atención la “especial” insistencia en la
obtención por parte de Urapalma S.A del
“Aval del Consejo Comunitario Local”76 ,
(nombre éste textualmente que adoptó el
“clon” del Consejo Comunitario Mayor al que
se hizo referencia, a través del cual se
pretende suplantar la voz disidente de las
comunidades afectadas con la siembra y que
ha sido usado para suscribir actas de acuerdo
con los palmicultores, que hoy pretenden
hacerse valer como sustituto del derecho a
la consulta de las comunidades negras),  tanto
así que en respuesta a la Acción de Tutela
conocida por el Tribunal Superior del Distrito
Judicial del Chocó, Codechocó argumenta la
legalidad de la licencia, entre otras razones así:

“De otra parte es importante anotar
que el representante legal del
Consejo Comunitario de

Curvaradó (...) y el señor JAVIER
DAZA PRETEL representante legal
de la empresa UURAPALMA,
suscribieron un acta de compromiso,
en donde entre otras cosas se pactó:
“la empresa URAPALMA,
adelantará el Plan de Manejo
Ambiental en las tierras de las
comunidades negras donde se
desarrollan los cultivos de Palma
Africana, el Consejo Comunitario,
participará en proceso de
implantación del pan de Manejo...
la empresa URAPALMA y EL
Consejo Comunitario, se
comprometen a (...).”

Situación que en su conjunto deja ver la
intención de esta entidad ambiental regional
de asegurar una apariencia de legalidad de
la licencia expedida, conciente plenamente
que había superposición entre los supuestos
títulos de propiedad privada presentados por
Urapalma S.A. y el título colectivo del
Curvaradó. No de otra manera puede
explicarse la exigencia del aval, cuando se
trataba, como insistentemente lo dice
Codechocó, del trámite de una licencia para
plantaciones que se estaban realizando en
terrenos privados de la solicitantes (así lo
hacen saber en respuesta al derecho de
petición de julio 13 de 2005 a la
Representante Legal del Consejo
Comunitario del Curvaradó).

En conclusión tenemos que lo que se inició
como la solicitud de apertura de un
expediente elevada por Corpourabá a
Codechocó por la siembra de palma aceitera
por parte de Urapalma S.A. en forma
irregular, terminó con la aprobación de un
Plan de Manejo Ambiental a favor de la
empresa infractora de la normatividad
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ambiental; decisión ésta que se adoptó en
medio de un procedimiento que viola el
derecho a la propiedad colectiva y a la
consulta de las comunidades
afrodescendientes del Curvaradó, en abierto
incumplimiento de su función protectora del
medio ambiente, actuar éste, negligente y
parcializado, que beneficia a los empresarios
de la palma, pero que atenta contra la
diversidad biológica, étnica y cultural de la
nación.

A noviembre de 2004, se encuentra
establecida la ocupación irregular de 4.183
hectáreas77 del título colectivo con siembras
de palma aceitera, Codechocó ha expedido
la Resolución No. 482 de 18 de abril 2005
mediante la cual “impone una medida
preventiva” consistente en la suspensión de:

“todo tipo de actividades realizadas
con el fin de establecer cultivos de
Palma Africana o Aceitera (...)
realizadas sin el respectivo permiso,
concesión o autorización expedidos por
la primera Autoridad
Ambiental Regional -
C O D E C H O C O” .
Contempla en el
artículo segundo de la
citada resolución que
“Toda persona que
realice obras o
actividades que
causen afección o
alteración del medio
ambiente o los
recursos naturales
con el objeto de
sembrar o establecer
cultivos de Palma
Aceitera (...), sin

contar con la respectiva autorización,
permiso o concesión expedidos por
CODECHOCO se hará acreedor a las
sanciones consagradas en la ley 99 de
1993” y en su artículo cuarto establece
que “la medida preventiva impuesta (...)
se levantará cuando se compruebe
mediante acta, que han desaparecido
las causas que la originan(...).”

Ante la gravedad de lo verificado y la
contundencia de la infracción por parte de
las empresas palmicultoras, preocupa que
Codechocó condicione la creación de una
afección o alteración al medio ambiente y a
los recursos naturales, a la existencia de una
autorización y además sorprende que
teniendo posibilidad de adoptar medidas
sancionatorias drásticas, conforme lo dispone
el artículo 85 de la ley 99 de 199378, esta
entidad ambiental regional se haya inclinado
por una medida de suspensión transitoria que
puede ser levantada una vez se legalice el
actuar irregular obteniendo el permiso
respectivo.

Foto: Cedida a Justicia y Paz
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Valga decir que según respuesta a derecho
de petición suministrada el 6 de enero de
2005, varias empresas palmicultoras habían
iniciado el trámite de la licencia ambiental,
entre ellas el “clon” del Consejo Comunitario,
lo cual hace presumir que de nuevo será
burlando el derecho de consulta de las
comunidades afrodescendientes del
Curvaradó y que los empresarios de la palma
contarán con la libertad total para destruir lo
que aún queda de selva húmeda en el Chocó.

La Fuerza Pública.

El artículo 102 de la Ley 99 de 1993,
establece como obligación de las Fuerzas
Militares la creación de un servicio de
prestación ambiental que tiene por objeto
brindar

“(...) apoyo a las autoridades
ambientales, a las entidades
territoriales y a la comunidad en la
defensa y protección del medio
ambiente y de los recursos naturales
renovables”

Teniendo como función primordial la:

Educación, b. Organización
comunitaria para la gestión
ambiental, y c. Prevención, control y
vigilancia sobre el uso del medio
ambiente y los recursos naturales
renovables”.

Por su parte, el artículo 103 de la misma
norma contempla que las Fuerzas Armadas
deberán velar por la protección y defensa del
medio ambiente y los recursos naturales
renovables y por el cumplimiento de las
normas dictadas con el fin de proteger el
patrimonio natural de la Nación.

En abierto desconocimiento con las
preceptivas anteriores, las Fuerzas Militares
representadas en el Ejército Nacional, han
tenido fuerte presencia en las tierras que
fueron desalojadas forzosamente por las
Comunidades del Curvaradó que hoy son
ocupadas y afectadas con el avance de la
palma aceitera, cumpliendo la función
protectora de los intereses económicos de
los palmicultores que van en contravía de los
derechos a la integridad cultural y étnica y de
la biodiversidad.

Pese a tener conocimiento de la preocupación
manifiesta de los afrodescendientes y de la
ocupación irregular de sus tierras con
siembras de palma africana, ni la Policía, ni
el Ejército, informaron a las instancias
pertinentes sobre el hecho y tampoco
iniciaron, ni solicitaron investigación alguna a
la autoridad competente; menos aún
capacitaron a las comunidades afectadas
sobre los derechos que les asistía y las
acciones que podían iniciar en defensa de su
territorio; omitiendo con ello su deber de
defender la integridad del territorio y el orden
constitucional.

Como se mostró más arriba en otro aparte
de este estudio, cuando oficiales de alto
rango, como el caso de un General del
Ejercito Nacional comandante de Brigada y
un Mayor comandante de Batallón
participaron en “procesos de concertación”
y testigos de acuerdos suscritos entre
particulares en contravía de sus funciones y
del ordenamiento legal vigente.

Política Pública y Palma Aceitera

El cultivo intensivo de Palma Aceitera puede
ser considerado desde una primera mirada
como una actividad productiva agroindustrial
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de capital privado, pero podemos afirmar que
la agroindustria palmífera se ha ido poco a poco
consolidando en una política de Estado y
Gobierno. Para sustentar esta afirmación
realizaremos un breve y sucinto recorrido por
la política pública desarrollada principalmente
en la última etapa de la administración del
Presidente Álvaro Uribe Vélez.

La política pública del actual gobierno, va
dirigida a consolidar en lo referente a la
agroindustria de Palma Aceitera, una
producción de 6 millones de hectáreas y con
ello garantizar un mercado de exportaciones
en biodiesel. El propio gobierno ha
reconocido que al iniciar su gestión encontró
175 mil hectáreas de palma aceitera y tiene
presupuestado al terminar el 2005 tener
sembradas 300 mil hectáreas. El aumento del
desarrollo de la producción coincide con la
aplicación de políticas de Fomento de la
inversión, aunque éstas no se apliquen en igual
medida en todo el territorio nacional y se
privilegien ciertas regiones estratégicas como
el caso del bajo Atrato chocoano, María La
Baja, Vichada, Mitú y Meta.

Un aumento tan significativo y una meta tan
lejana de 6 millones de hectáreas sembradas,
expresa un mercado pensado para la próxima
década como parte de las negociaciones del
TLC con Estados Unidos, en el marco de la
ampliación del Plan Colombia en el desarrollo
de la Política de Seguridad Democrática y
Estado Comunitario, que incluye la Política
de Manejo Social del Campo, como se
expresa en el Plan Nacional de Desarrollo
2002 – 2006 y se vislumbra en el documento
de Visión Colombia “Colombia segundo
Centenario”, para el 7 de agosto del 2019.

Varios analistas internacionales han afirmado
que las razones de la expansión del cultivo

de Palma aceitera en Colombia y otros países
de Sudamérica, Asia y Africa, tienen que ver
con la rentabilidad de la inversión para el
sector empresarial nacional e internacional,
al combinar mano de obra barata, tierra a
bajo precio o adquirida de manera ilegal,
inexistencia de controles ambientales
efectivos, disponibilidad de financiamiento y
apoyos, el corto período que media entre la
plantación y el inicio de la cosecha y un
mercado en expansión, en particular en los
países del Norte, donde ocupa un 40 % del
comercio global (FAS Online 1998)79.

La expansión de la Palma Aceitera se debe
también al auspicio que realizan la Banca
Internacional, que en no pocos casos se
benefician económicamente, es el caso del
estudio Wakker 2000, que comprobó la
participación de los bancos ABN-AMRO
Bank, ING Bank, Rabobank y MeesPierson
de Holanda, en el beneficio a través de la
financiación de empresas palmicultoras en
Indonesia 80.

La investigación realizada por el Movimiento
Mundial por los Bosques Tropicales,
publicada bajo el título “El amargo fruto de
la palma aceitera”, afirma en uno de sus
apartes que:

“En definitiva, las razones reales
para la expansión de este cultivo
nada tienen que ver, ni con el
mejoramiento de las condiciones de
vida en los países del Sur ni con la
protección ambiental. Por el
contrario, el auge en las
plantaciones de palma sirve los
intereses de las elites locales y de
las empresas transnacionales con
las que se alían para la obtención
de beneficios mutuos. Entre esas
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empresas se destacan Unilever,
Procter & Gamble, Henkel, Cognis
y Cargill. Algunas de estas empresas
-como en el caso de la anglo-
holandesa Unilever - están en
algunos casos directamente
involucradas en la producción (en
Malasia), o actúan exclusivamente
como compradoras de aceite (en
Indonesia)…  Uno de los
principales impactos es la
apropiación de amplias áreas de
tierras hasta entonces en posesión
de poblaciones indígenas o
campesinas, que de ellas obtenían
sus medios de vida. Es común que
esto genere procesos de resistencia
ante ese despojo, normalmente
enfrentados a través del aparato
represivo del estado y de las propias
empresas palmicultoras. A la
violación del derecho a la tierra se
suma entonces la violación de una
larga cadena de derechos
humanos, inclusive el del derecho
a la vida”81.

Base de la Política Pública para la
agroindustria palmífera: Ley 138 de
1994. En el gobierno de Gaviria se avanzó
en el marco normativo de la siembra de la
palma, destinando su producción a usos
comestibles y en función del consumo interno
de la nación, a través de la sanción de la Ley
138 de 1994, por la cual se establece la
“Cuota para el Fomento de la Agroindustria
de la Palma de Aceite y se crea el Fondo del
Fomento Palmero”.

La Ley 138 de 1994, firmada por el
Presidente Gaviria y su Ministro de Hacienda
y Crédito Público Rudolf Hommes define la
Agroindustria de la Palma de Aceite como

“la actividad agrícola que tiene por
objeto el cultivo, la recolección y el
beneficio de su fruto hasta obtener:
palmiste, aceite de palma y sus
fracciones... aceite crudo de
palma...”82

En esta Ley se establece lo que se denomina
“Cuota de Fomento Palmero”, para el
“Fondo de Fomento Palmero”, que si bien
se alimenta desde contribuciones parafiscales
de la Nación, se orienta desde las líneas
establecidas en las políticas del Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural:

“la Cuota para el Fomento de la
Agroindustrial de la Palma de
Aceite, como contribución de
carácter parafiscal , cuya
percepción se asignará a la cuenta
especial denominada Fondo de
Fomento Palmero.... de la Cuota
para el Fomento de la
Agroindustrial de la Palma de
Aceite y el cual se ceñirá a los
lineamientos de política del
Ministerio de Agricultura para el
desarrollo del sector agrícola.”83

El establecer desde el marco de una Ley los
recursos parafiscales del fomento
agroindustrial de la Palma Aceitera, pretende
garantizar el desarrollo de la inversión de
capitales, destinados, según la Ley 138 a:

“A apoyar los programas de
investigación sobre el desarrollo y
adaptación de tecnologías que
contribuyan a mejorar la eficiencia de los
cultivos de palma de aceite y su
beneficio... A apoyar a los cultivadores
de palma de aceite en el desarrollo de la
infraestructura de comercialización
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necesaria, de interés general para los
productores, que contribuya a regular el
mercado del producto, a mejorar su
comercialización, reducir sus costos y a
facilitar su acceso a los mercados de
exportación... A promover las
exportaciones del palmiste, aceite de
palma y sus subproductos.... A apoyar
mecanismos de estabilización de precios
de exportación para el palmiste, aceite de
palma y sus subproductos, que cuenten
con el apoyo de los palmicultores y del
Gobierno Nacional(...).”84

El Fondo palmero recibe aportes e
inversiones del Tesoro Nacional y de
personas naturales y jurídicas, nacionales y
extranjeras. De esta manera el Gobierno, a
través del Ministerio de Agricultura y
Desarrollo Rural, gestiona la aplicación del
Fondo en el marco de la Ley 138 y

“(…) contrata con la Federación
Nacional de Cultivadores de Palma
de Aceite, Fedepalma, la
administración del Fondo de
Fomento Palmero y el recaudo de
la Cuota para el Fomento de la
Agroindustria de la Palma de
Aceite”85

Cuya directiva está integrada por el Ministerio
de Agricultura, que preside el Comité
Directivo, y el Ministerio de Comercio
Exterior.

Con la Ley 138 del 94, se da soporte legal y
sobre todo parafiscal al cultivo agroindustrial
de la Palma Aceitera. Esta Ley fue
reglamentada a través del Decreto 1730 del
3 de agosto del mismo año, en el cual se
define qué se entiende por palmicultor y se
establece el porcentaje de la cuota de
fomento palmero.

En el actual gobierno del presidente Uribe,
se expidió la Resolución No. 00296 del 30
de junio de 2005, por parte del Ministro de
Agricultura y Desarrollo Rural, Andrés Felipe
Arias Leiva, “por la cual se fijan los
Precios de Referencia para el Palmiste y
el Aceite Crudo de Palma, que sirven de
base para la liquidación de la Cuota de
Fomento de la Agroindustria de la Palma
de Aceite”86

Plan Nacional de Desarrollo, Cultivos
Intensivos y Proyectos Agroindustriales.

En la presentación del Plan Nacional de
Desarrollo (PND) 2002 – 2006 del actual
gobierno colombiano, se desarrolla el
contenido de lo que se ha llamado Política
de Seguridad Democrática y Estado
Comunitario. En el aparte donde se
desarrollan las líneas del “Manejo Social del
Campo”, se afirma lo que será el cuerpo o
marco base del desarrollo de la Agroindustria
de la Palma Aceitera.

Según el PND :

“se fomentará y coordinará la
consolidación de acuerdos
regionales de competitividad para
las cadenas ya establecidas y para
aquellas que tengan posibilidades de
crecer en los mercados internos o
externos, en coherencia con la
política de competitividad
exportadora desarrollada por los
Carce y los estudios de inteligencia
de mercados. Como apoyo al
desarrollo de estos acuerdos, el
Gobierno adecuará los diversos
instrumentos y fondos para la
capitalización, financiamiento y
modernización rural, y facilitará el
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acceso de los integrantes de las
cadenas a los mismos. También
ajustará los planes anuales de
inversión de los fondos
parafiscales a las demandas de las
cadenas. Mediante estas
herramientas se espera recuperar
496.000 hectáreas para la
producción agropecuaria, en
especial en las cadenas de: caucho
(20.000 ha); algodón-textiles
(50.000 ha); palma de aceite
(62.000 ha); maíz-soya (205.000
ha); yuca industrial (30.000 ha);
forestal productivo (80.000 ha);
cacao (19.000 ha); hortofruticultura
(20.000 ha); y silvopastoril (10.000
ha). Esto permitirá generar 180 mil
nuevos empleos rurales
permanentes.”87

El “Manejo Social del Campo” es
comprendido como la capitalización y
mercantilización de los territorios en una
producción agroindustrial de monocultivos,
de allí que en el PND se evidencie la urgencia
para el gobierno que:

“en materia de adecuación de
tierras, se adelantará un proceso de
ajuste normativo e institucional, en
el que se redefinirán competencias
y responsabilidades (...)” para “el
impulso de nuevos esquemas
agroindustriales: caña para
alcoholes carburantes (...) palma
aceitera (...)”88

En el capítulo de Minorías Étnicas –
Afrodescendientes, el PND da cuenta de los
ajustes normativos e institucionales en materia
de tierras:

“Reglamentar los capítulos IV, V y VII
de la Ley 70 de 1993, orientados al uso
de la tierra y protección de los recursos
naturales, mineros y ambientales; y a la
planeación y fomento del desarrollo
económico y social.”89

Estas reformas en el actual gobierno se
expresan en los proyectos de Ley de Tierras,
de Bosques, Agua, Páramos, Saneamiento
de Propiedades y la Resolución 1516 de
Agosto de 2005, emitida por el Incoder en
el que se orienta el establecimiento de
“Alianzas Estratégicas” entre comunidades y
personas afrodescendientes con empresas
nacionales, extranjeras o con el propio
Estado Colombiano.

Los proyectos enmarcados en alianzas
estratégicas, actualmente cuentan con dos
modelos de financiamiento. Un es el realizado
desde la convocatoria conjunta entre el
Programa de Desarrollo Alternativo y
USAID (Agencia para la Cooperación del
Gobierno Norteamericano) donde esta última
interviene como formuladora de los términos
de referencia, presentadores de la
convocatoria y como operadores de los
proyectos aprobados; los gremios de
productores como instituciones que respaldan
los proyectos presentados y el sector privado
como comercializador y distribuidor de los
productos derivados. En este modelo de
financiamiento también participan los
ministerios de Agricultura y el de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial, en su calidad
de diseñadores y responsable de políticas.

El segundo modelo de intervención es el
conformado en torno a Incuagro, Incubadora
de Empresas Agrícolas. En este modelo los
principales actores involucrados en el
desarrollo de un proyecto productivo son
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Incuagro y las asociaciones de productores
que se formen. Además, el modelo exige la
participación de una entidad de reconocida
experiencia en el sector agroindustrial que
actúe como asesora en la formulación,
evaluación y promoción del proyecto en su
etapa de preinversión. Bajo este esquema se
ha continuado con la inversión del Plante en
6 empresas dedicadas a diferentes
actividades productivas en los departamentos
de Cauca, Huila, Bolívar y Meta.

El ejemplo clásico en este sentido son los
cultivos de palma de aceite en María La Baja,
desarrollados bajo el esquema de alianzas
estratégicas con la participación de la
Asociación de Palmicultores de María La
Baja, Asopalma, cuyos miembros no sólo se
dedican al cultivo de palma, sino que poseen
acciones que los acreditan como dueños de
parte de los viveros y la planta extractora de
aceite construida en María La Baja. Esta
forma de integración vertical, les permite a
los cultivadores de palma de aceite de María
La Baja obtener un porcentaje de ganancias
muy superior al que obtendrían si se dedicaran
exclusivamente al cultivo.

El documento Conpes 3218 90 define tres
componentes cuyo desarrollo debe contribuir
al logro de los objetivos planteados. El
primero de ellos, proyectos productivos y de
generación de ingresos, “tiene como
principal objetivo el establecimiento de
una base económica regional y local...”
Este componente incluye el establecimiento
de cultivos de cacao, caucho, palma de
aceite, cafés orgánicos y forestales. El
programa Familias Guardabosques (PFGB),
segundo componente del Plan de Desarrollo
Alternativo (PDA), “busca vincular y
comprometer familias campesinas como

guardabosques, en procesos de
recuperación y conservación de
ecosistemas en zonas social y
ambientalmente estratégicas”. Lo que en
la práctica se ha traducido en la vinculación
de los “re movilizados” de la estrategia
paramilitar en los proyectos agroindustriales
de Palma aceitera, presentando esta como
una siembra de carácter “forestal” y como
alternativa de sustitución a los cultivos de uso
ilícito 91.

La Política de Seguridad Democrática,
Plan Colombia y la Palma Aceitera.

Como se puede apreciar, la Agroindustria de
la Palma Aceitera es parte de la política de
Desarrollo del actual gobierno. Pero esto no
es novedad, ya que desde la “Apertura
Económica” gestada en el gobierno del
Presidente César Gaviria, se planteaba el
cultivo de la Palma como un eje de la
economía nacional y materia de exportación,
la diferencia es que hoy el destino de la
siembra es la producción de biodiesel.

Posteriormente el gobierno de Pastrana
incluyó dentro de la aplicación del Plan
Colombia, el cultivo de palma de aceite como
parte de la sustitución de los cultivos
denominados de “uso ilícito”, continuado en
el gobierno de Uribe, cuyo balance a enero
de 2005 fue que durante los últimos tres años
El Plan Colombia ha financiado la siembra
de 22 mil hectáreas de Palma Aceitera en 21
municipios del país, reportando el beneficio
de 2.864 familias campesinas.92

La Consejería para la Acción Social de la
Presidencia de la República detalló que los
departamentos beneficiados con el programa
del Gobierno para incrementar el
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monocultivo de palma aceitera son Bolívar,
Cesar, Cundinamarca, Norte de Santander,
Nariño y Santander. Deja de mencionar los
de Chocó y Meta, donde la agroindustria
palmífera se viene desarrollando de modo
acelerado. Según el balance presentado a
enero del presente año :

“los recursos invertidos en
proyectos de palma suman 158.679
millones de pesos, de los cuales el
Gobierno Nacional aporta a los
productores un total de 51 mil
millones... A través del programa
de Desarrollo Alternativo del Plan
Colombia se realiza ya la segunda
fase del proyecto, que dejará otras
202,5 hectáreas sembradas, las
cuales se suman a las 607,5 ya
cultivadas y demandan recursos por
1.467 millones de pesos.... En el
mundo hay sembradas 5,4 millones
de hectáreas de palma, siendo
Malasia el principal productor con
2,4 millones de hectáreas. Colombia
es el primer productor de palma de
aceite en América Latina y ocupa
el cuarto puesto en la producción
mundial con 174 mil hectáreas.
Igualmente ocupa el sexto puesto
como país exportador... El
programa de Desarrollo Alternativo
forma parte de la cuarta
herramienta de equidad sobre
“Manejo Social del Campo, como
lo establece el Plan Nacional de
Desarrollo (PND) 2002 - 2006”. 93

El impulso de la Agroindustria de Palma
Aceitera desde el Plan Colombia en el marco
de la Política de Seguridad Democrática del
actual gobierno, se ha orientado al proceso

de “re movilización paramilitar”, desarrollado
en Santa Fe de Ralito. De ahí que la Oficina
del Alto Comisionado de Paz y el Ministerio
del Interior y de Justicia hayan nombrado al
empresario Juan B. Pérez, ex gerente del
Banco Agrario de Colombia, para impulsar,
entre otros, el cultivo de Palma Aceitera
dentro del programa de desmovilización
paramilitar.

Según la Revista Semana, el señor Juan B.
Pérez es:

 “un empresario con amplia
experiencia en el sector público,
quien fue liquidador de la Caja
Agraria y primer director del Banco
Agrario. Pérez formó parte de la
comisión exploratoria de diálogos
con las autodefensas y desde tiempo
atrás ha estado trabajando en un
modelo de empresas para los
desmovilizados... Se trata de
empresas asociativas donde
participarán desmovilizados,
desplazados y campesinos, en
sociedad con un empresario que
quiera invertir en el negocio y
actuar como tutor. Eso garantiza
que alguien con experiencia y que
conozca los mercados lidere la
empresa. Hasta ahora se está
trabajando en grandes proyectos de
agroindustria: cacao, madera,
caucho y palma de aceite; productos
que tienen garantizado el mercado
y ofrecen muy buenos
rendimientos... Así es como ya se
inició en Urabá la siembra de 400
hectáreas de yuca donde se
emplearán 360 personas. Ya se
están legalizando cinco empresas
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asociativas para sembrar palma en
2.500 hectáreas en Carmen del
Darién y Murindó para 250
familias. Y se está trabajando en
500 hectáreas de cacao para 100
familias, también en Urabá... En
otras regiones la palma de aceite se
perfila como el gran proyecto de los
desmovilizados. En Vichada,
Carlos Alonso Lucio, conocido
asesor político de los paramilitares,
está impulsando con el mismo
esquema asociativo el cultivo de
10.000 hectáreas. Y tanto
Indupalma como Fedegan le
presentaron al gobierno sendas
propuestas para apoyar la creación
de empresas competitivas. Pero
hasta ahora no han recibido
respuesta... Pero en todos estos
casos hay un gran interrogante.
¿Cómo garantizar que las tierras
para estos cultivos tengan origen
lícito? Para el caso de Urabá,
diversas ONG han denunciado
cómo los paramilitares se
apropiaron a sangre y fuego de
tierras que hoy son extensos cultivos
de palma. Pérez dice que durante el
proceso se verificará que los títulos
de quienes aporten tierra sean
legales y no se hayan conseguido
bajo presión. Este será sin duda uno
de los aspectos más críticos de esta
propuesta”94

En el seminario realizado el 14 de junio de
2005 en Suecia, participaron a través de
videoconferencia el presidente Uribe y como
expositores las directoras de Derechos
Humanos de la Fiscalía y la Cancillería, Elba
Beatriz Silva y Mónica Fonseca, el delegado
de la oficina del alto comisionado para la Paz,

Roberto Mora y Eduardo Pizarro
Leóngomez,  con miembros de la
comunidad Sueca (Gobierno, Parlamento,
academia y organizaciones no
gubernamentales).

Uno de los Diputados del Parlamento Sueco
preguntó al Presidente Uribe

“¿Qué programa tiene Usted para
la reintegración de personas
relacionadas a los terroristas y qué
programa tiene para cambiar la
producción de narcóticos?”, a lo
cual de la respuesta, resaltamos los
siguientes apartes: “... Hoy tenemos
más de 12.100 personas en
reinserción, van a ser muchos más
por las desmovilizaciones que se
esperan para los próximos días.
¿Qué estamos haciendo
nosotros?.... Nosotros tenemos un
programa de promoción de la
pequeña empresa, que creo es el más
exitoso de América Latina... Ya
específicamente, para sustitución de
cultivos, es muy importante
avanzar... Es muy importante
promover la palma africana para
la producción de aceite comestible
y para la producción de biodisel...
Colombia empieza este año un
cultivo muy importante, una acción
económica muy importante, que es
la producción de alcohol
carburante. Y en los próximos años,
Colombia empezará a producir
biodisel. Esos cultivos para generar
alcohol carburante –con yuca, caña-
, esos cultivos para generar biodisel
con palma africana, son cultivos
muy importantes para sustituir
cultivos ilícitos”.95
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La Palma Aceitera y el biodiesel.

A continuación, a manera de ilustración sobre
la implementación de las políticas públicas en
el afianzamiento de la agroindustria de palma
aceitera, leamos algunas de las palabras que
el Presidente Uribe a pronunciado entre los
meses de mayo y agosto de  2005 con
relación al avance y consolidación de este
monocultivo:

“Quisiera que alguien pudiera
describir a los colombianos ese
paisaje tan bello entre Cúcuta y
Tibú, las cordilleras, los valles, los
diferentes tonos de verde, los ríos y
esa impresión que emana del paisaje
sobre las inmensas posibilidades...
Cuando le cuentan a uno sobre la
fertilidad de estos valles, sobre ese
regalo que le dio la naturaleza a una
región donde llueve tres mil
milímetros (cúbicos) al año, bien
repartidos; donde se puede sembrar,
con altísima productividad,
cultivos tan importantes del
presente y del futuro, como palma
africana sin necesidad de regar
porque San Pedro mantiene esa
regadera sobre esta tierra
nortesantandereana; uno se llena de
mucho entusiasmo... ¡Qué tierra tan
bella!... Hay que pensar en el
presente y en el futuro de este país.
Estamos terminando con
Planeación Nacional la elaboración
del primer borrador de un
documento de visión de Colombia
de largo plazo, se llama “Colombia
segundo Centenario”, para el 7 de
agosto del 2019... Ese documento
está ajustado a las metas del
milenio, nos impone grandes retos

en cómo vamos a crear una
sociedad con igualdad de
oportunidades, grandes retos para
derrotar la pobreza, grandes retos
para mejorar el ingreso.... Esta
tierra tiene petróleo, esta tierra
tiene carbón, esta tierra va a ser una
gran productora de combustibles
biológicos; esa es una de las
razones de nuestro gran afecto por
el impulso a la palma africana y
de nuestro regocijo esta mañana, de
ver que aquí, ya, mucha zona que
estaba devastada por sembrar coca,
ya empezamos a ver –allí mismo-
el crecimiento de las plantaciones
de palma africana”96. Palabras del
Presidente Uribe en Consejo Comunal
de Mitú. Mayo 7 de 2005. Tibú –
Norte de Santander

“¡Qué tierra tan bella!” , halagos que
resultan sin razón al ofrecer a tal belleza la
siembra extensiva de palma aceitera.

“Aquí no sólo hay garantías
estatales y gubernamentales para
la empresa privada, sino garantías
de opinión que ameritan toda la
confianza de la empresa privada...
Queremos no solamente avanzar en
el tema del gas y del petróleo,
necesitamos también avanzar en el
tema de los combustibles
biológicos... Hace poco el Congreso
de la República nos aprobó otra
disposición para dar estímulos
tributarios a los cultivos de tardío
rendimiento y a la producción de
biodiesel... Cuando empezó este
Gobierno, Colombia tenía 175 mil
hectáreas de palma africana.
Debemos terminar este año con
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300 mil. Hay la posibilidad de
sembrar en óptimas condiciones de
productividad 6 millones de
hectáreas 97” Palabras del Presidente
Uribe en Foro sobre Hidrocarburos.
Mayo 20 de 2005 – Cartagena –
Bolívar.(...)

“Garantías estatales y gubernamentales
para a la empresa privada”, legislar para el
capital trasnacional, legislar para la empresa
privada. Las palabras del Presidente Uribe,
nuevamente reiteran el escenario del corto y
largo plazo de la agroindustria palmífera, la
producción de biodiesel, en las desbordadas
cifras de seis millones de hectáreas sembradas
de palma lo que equivale a decir que se
sembraría 34 veces el área de la ciudad de
Bogotá D.C., o a sembrar el área de doce
millones de canchas de fútbol o sembrar el área
de lo que hoy es el departamento de Antioquia.

“Aquí un avance asombroso pero
con un inmenso futuro en palma
africana y biodiesel , todas las
posibilidades en caucho. Un
principio de revolución en otro
aspecto que es la producción de
yuca para destilar alcohol
combustible cuyo primer ensayo ya
se esta haciendo... Además esto tan
bello. Veíamos que ustedes tienen allí
arribita un vecino de ocho millones
de habitantes que es Bogotá y sus
alrededores para hacer turismo en
el llano. Entonces yo le reconocía a
la Fuerza Pública ese esfuerzo tan
enorme para que se pueda venir a
hacer turismo al llano, creo que eso
ha mejorado”98 . Palabras del
presidente Uribe en Consejo Comunal
de Villavicencio. Julio 23 de 2005,
Villavicencio, departamento del Meta.

“Un inmenso futuro en palma africana y
biodiesel”, en palabras del Presidente Uribe.
Queda la pregunta ¿un futuro para quién?,
acaso el futuro que nos depara es el diseñado
desde los modelos de producción excluyente
basado en el arrasamiento de los territorios,
a partir del desplazamiento forzoso y la
sistematicidad de crímenes de Lesa
Humanidad.

“Estamos en las vísperas de iniciar
otro gran desarrollo energético, la
producción de biodiesel, a partir de
palma africana. Nosotros tenemos
todas las condiciones para palma
africana, la palma africana además
tiene todo el futuro, no solo como
fuente para el diesel biológico, ...
Nosotros encontramos 175 mil
hectáreas de palma, yo creo que
vamos a terminar este año
cerquitica de 300 mil, pero este país
se tiene que preparar para sembrar
palma africana sin miedo, aquí se
pueden sembrar sin infraestructura
3 millones de hectáreas, y haciendo
un esfuerzo en infraestructura 6
millones de hectáreas, sin destruir
selva, solamente en tierras que
están en sabanas, en tierras que
están en pastos de muy baja
productividad.... Entonces en el
tema de las energías alternativas
Colombia tiene un inmenso futuro
que hay que impulsarlo para
pasarlo de los sueños a la
realidad”99. Palabras del Presidente
Uribe en Clausura del Congreso
ACOLOG. Agosto 26 de 2005.
Corferias - Bogotá D.C. (...)
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Como se observa, las políticas públicas y el
desarrollo intensivo y acelerado de la
agroindustria de la Palma Aceitera van de la
mano en el actual gobierno. Pensadas a largo
plazo y para ello se incluyen dentro del diseño
de la economía de los próximos 20 años, se
inserta dentro de los Tratados Comerciales
a punto de firmar, como es el caso del TLC
con los Estados Unidos.

El Gobierno de Colombia suscribió
recientemente, junto con Ecuador y
Venezuela, un Acuerdo de Libre Comercio
con los países del Mercosur en el cual los
productos de la palma aceitera se encuentran
en el programa de desgravación más largo
contemplado en dicho Acuerdo, a 15 años.
Por ello, Fedepalma y las demás asociaciones
están planteando junto con el gobierno
nacional que dentro del TLC con Estados
Unidos se debe lograr las mismas condiciones
acordadas para los productores del sector
en las negociaciones CAN-Mercosur.

En la actualidad, los aranceles de los aceites
de palma y de palmiste, crudo y refinado,
para acceder al mercado de Estados Unidos
son de 0%, Nación Más Favorecida, NMF.
Por ello, en la firma del TLC lo que buscan
es, primero, mantener el tratamiento favorable
de algunos aceites terminados, como
hidrogenados, margarinas y mezclas de
aceites, que hacen parte del ATPDEA. Y
segundo, la creación de un Fondo de
Contraprestación, mediante el cual se destine
una suma importante de recursos para Ciencia
y Tecnología, Instrumentos de Mercado y
Marketing. Propuestas que ya fueran
planteadas en la mesa del 8 al 10 de agosto
de 2005, donde se desarrollo la ronda
bilateral de negociaciones agrícolas entre

Colombia y Estados Unidos en Washington,
D.C., quedando a la espera que la
negociación culmine en su totalidad en
octubre de 2005 y que el acuerdo comercial
con Estados Unidos se inicie a partir del 1
de enero de 2007.

La política pública del actual gobierno, como
se ha observado hasta ahora, va dirigida a
consolidar en lo referente a la agroindustria
de Palma Aceitera, una producción de 6
millones de hectáreas y con ello garantizar
un mercado de exportaciones en biodiesel.
El propio gobierno ha reconocido que al
iniciar su gestión encontró 175 mil hectáreas
de palma aceitera y tiene presupuestado al
terminar el 2005 tener sembradas 300 mil
hectáreas.

Un aumento tan significativo y una meta tan
lejana de 6 millones de hectáreas, expresa
un mercado pensado para la próxima década
como parte de las negociaciones del TLC
con Estados Unidos, en el marco de una
Política de Seguridad Democrática y Estado
Comunitario, como se expresa en el Plan
Nacional de Desarrollo 2002 – 2006 y se
vislumbra en el documento de Visión
Colombia “Colombia segundo Centenario”,
para el 7 de agosto del 2019.

Actualmente, las investigaciones del
híbrido Tenera, variedad de la Palma
Aceitera originaria del Golfo de Guinea
(Africa Occidental), están centradas en la
obtención de biodiesel. Según los estudios
desarrollados por el Grupo de Recursos y
Procesos Térmicos de la Universidad
Nacional de Colombia, sede Medellín y el
Grupo de Ciencia y Tecnología del Gas y Uso
Racional de Energía de la Universidad de



Justicia y Paz & Banco de Datos del Cinep

La Tramoya
Derechos Humanos y Palma Aceitera

148

Antioquia, en alianza con la empresa privada
Interquim S.A, con la financiación de
Conciencias:

“optaron por elegir el aceite de
palma como materia prima para la
fabricación del biodiesel en
Colombia porque... representa el
cultivo más promisorio, a tal punto
que, actualmente, es el cuarto
productor mundial de esta planta y
el primero en el continente. Además,
la meta del plan nacional para el
desarrollo integral de la
agroindustria del aceite de palma
para el año 2020 es tener
sembradas 640 mil nuevas
hectáreas de palma, adicionales a

las 190 mil que hoy existen... “Para
dar una idea de lo que esto significa,
si la meta se logra, el cultivo de
palma podría superar al del café,
tanto en términos de área sembrada
como de generación de puestos de
trabajo; además, podría constituirse
en una alternativa para la
sustitución de cultivos ilícitos”100.

Después de tanta divinización de la palma en
el marco del mercado global, es buena una
salvedad para los casos del Curvaradó y
Jiguamiandó en el que se desconoce el
irrespeto a la vida humana y a los mínimos
de respeto a la biodiversidad y el mundo
natural, las preguntas éticas no cesarán, sea
esta una Constancia más, ojalá fuera la última.

Foto: Simone Bruno cedida a Justicia y Paz
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